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El Doctor Carlos César Pérez Escamilla, Presidente Municipal Constitucional de San Felipe Orizatlán, 

Hidalgo, a sus habitantes hace saber: 

 

Que el H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo, en ejercicio de las facultades que le confieren los 

artículos 1o., 2o. y 115, fracciones II y III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 115, 

116 y 141, fracciones I y II, de la Constitución Política del Estado de Hidalgo; 56, fracción I, incisos a) y b), 

60, fracción I, incisos a) y c), y 61 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Hidalgo, ha tenido a bien 

expedir el siguiente: 

 

DECRETO por el que se expide el BANDO de Policía y Gobierno del Municipio de San Felipe Orizatlán, 

Hidalgo. 

 

Considerando 

 

Primero. Que el Municipio Libre es la base de la división territorial y de la organización política y 

administrativa del Estado; que su gobierno se deposita en un Ayuntamiento de elección popular directa, y que 

la competencia constitucional otorgada al gobierno municipal se ejerce por el Ayuntamiento de manera 

exclusiva, sin autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado. 

 

Segundo. Que los Ayuntamientos cuentan con facultades para aprobar bandos de policía y gobierno, 

reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas 

jurisdicciones, a fin de organizar la administración pública municipal, regular las materias, procedimientos, 

funciones y servicios públicos de su competencia, y asegurar la participación ciudadana y vecinal. 

 

Tercero. Que el Bando de Policía y Gobierno constituye la norma municipal básica de gobierno, 

administración, convivencia y orden público, por lo que debe establecer reglas claras para la actuación de las 

autoridades municipales, la prestación de servicios públicos, la participación social, la justicia cívica, las 

infracciones administrativas, las medidas, sanciones, procedimientos y medios de defensa dentro del ámbito 

municipal. 

 

Cuarto. Que San Felipe Orizatlán es un municipio de composición multicultural, comunitaria y 

territorialmente diversa, integrado por pueblos, comunidades, localidades, barrios, colonias y centros de 

población con formas propias de organización, cooperación, deliberación y vida colectiva, cuya realidad debe 

ser reconocida en la normativa municipal. 

 

Quinto. Que la actualización del Bando debe armonizar la actuación municipal con los principios de 

legalidad, seguridad jurídica, derechos humanos, igualdad, no discriminación, buena administración, 

interculturalidad, participación ciudadana, pluralismo jurídico, debido proceso, proporcionalidad, paz social y 

respeto a los sistemas normativos internos de los pueblos y comunidades indígenas. 

 

Sexto. Que resulta necesario sustituir el Bando de Policía y Buen Gobierno publicado en el Periódico 

Oficial del Estado de Hidalgo el veintinueve de septiembre de dos mil tres, a fin de dotar al Municipio de un 

ordenamiento actualizado, sistemático y congruente con las necesidades actuales de su población, la 

organización administrativa vigente y el marco constitucional, convencional, legal y reglamentario aplicable.  

 

Por lo anteriormente expuesto, se expide el siguiente: 

 

BANDO de Policía y Gobierno del Municipio de San Felipe Orizatlán, Hidalgo. 
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Título Primero 

Disposiciones Fundamentales 

 

Capítulo I 

Del objeto, naturaleza y ámbito de aplicación 

 

Artículo 1. El presente Bando de Policía y Gobierno es de orden público, interés social y observancia 

general en el Municipio de San Felipe Orizatlán, Hidalgo. 

 

Tiene por objeto establecer las bases de organización del gobierno municipal, convivencia social, orden 

público, servicios públicos, participación ciudadana, justicia cívica, infracciones administrativas y actuación 

de las autoridades municipales, conforme a la Constitución Federal, la Constitución del Estado de Hidalgo, la 

Ley Orgánica Municipal para el Estado de Hidalgo, los tratados internacionales en materia de derechos 

humanos y demás disposiciones que resulten obligatorias. 

 

Artículo 2. El Bando es la norma municipal básica de gobierno, administración, convivencia y orden 

público. Sus disposiciones deberán interpretarse conforme a los principios de legalidad, seguridad jurídica, 

dignidad humana, igualdad sustantiva, no discriminación, participación ciudadana, transparencia, rendición de 

cuentas, progresividad, interculturalidad y respeto a la composición multicultural del Municipio. 

 

Artículo 3. Este Bando obliga a habitantes, vecinos, transeúntes, visitantes, personas servidoras públicas 

municipales, autoridades auxiliares, establecimientos, prestadores de servicios, organizaciones sociales y a toda 

persona física o moral que se encuentre, actúe o produzca efectos jurídicos dentro del territorio municipal. 

 

Artículo 4. La aplicación de este Bando corresponde al Ayuntamiento, Presidencia Municipal, Sindicatura 

Procuradora, Tesorería Municipal, Órgano Interno de Control, Oficialía Mayor del Ayuntamiento, Secretarías, 

Direcciones, Coordinaciones, Jefaturas, unidades administrativas, autoridades auxiliares y demás órganos 

municipales, en el ámbito de sus atribuciones. 

 

Las autoridades municipales deberán actuar con competencia expresa, coordinación institucional, 

legalidad, debida fundamentación y motivación, sin invadir atribuciones reservadas a otras autoridades 

municipales, estatales, federales, comunitarias o jurisdiccionales. 

 

Capítulo II 

De los principios y perspectivas de actuación municipal 

 

Artículo 5. La actuación municipal se regirá por los principios de legalidad, seguridad jurídica, honradez, 

imparcialidad, eficiencia, transparencia, austeridad, buena administración, coordinación institucional, debida 

diligencia, progresividad, igualdad sustantiva, no discriminación, accesibilidad, participación ciudadana, 

interculturalidad, sostenibilidad y respeto a los derechos humanos. 

 

Artículo 6. En la interpretación y aplicación de este Bando, las autoridades municipales deberán favorecer 

la protección más amplia de los derechos humanos de las personas, pueblos y comunidades, conforme al 

artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Cuando existan varias interpretaciones posibles, deberá preferirse la que garantice mayor protección de 

derechos, acceso a servicios, participación social y dignidad humana. 
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Artículo 7. Las autoridades municipales deberán aplicar este Bando con perspectiva de derechos 

humanos, género, interculturalidad, niñez, juventudes, discapacidad, personas mayores, diversidad sexual, 

movilidad humana, víctimas, prevención de violencias y no discriminación. 

 

Dichas perspectivas deberán orientar la atención institucional, la prestación de servicios, la participación 

ciudadana, la justicia cívica, la prevención de conflictos y la imposición de medidas administrativas, evitando 

prácticas que reproduzcan estigmas, criminalización, exclusión o trato discriminatorio por edad, apariencia, 

forma de expresión, origen, género, condición social o pertenencia comunitaria. 

 

En la aplicación de este Bando se privilegiará la prevención, orientación, conciliación, mediación, diálogo 

y solución institucional de conflictos antes que la imposición de sanciones, siempre que la conducta lo permita 

y no se afecten derechos de terceros, el orden público o la seguridad de las personas. 

 

Artículo 8. Las autoridades municipales deberán garantizar trato digno, igualdad, no discriminación, 

autonomía, participación efectiva y vida libre de violencia a mujeres y personas de la diversidad sexual.  

 

Ninguna autoridad municipal podrá negar, restringir o condicionar trámites, servicios, programas, 

espacios públicos, mecanismos de participación o atención administrativa por motivos de género, orientación 

sexual, identidad o expresión de género. 

 

Artículo 9. Cuando se involucren derechos de niñas, niños, adolescentes o personas jóvenes, las 

autoridades municipales deberán observar el interés superior de la niñez, el derecho a ser escuchados y su 

participación en la vida familiar, comunitaria, educativa, cultural, deportiva y pública. 

 

Artículo 10. Las autoridades municipales deberán garantizar a las personas adultas mayores trato digno, 

atención preferente, accesibilidad, protección contra violencia, abandono, abuso, negligencia o discriminación, 

así como condiciones para su autonomía, participación y acceso a servicios públicos. 

 

Artículo 11. Las autoridades municipales deberán adoptar medidas progresivas para que las personas con 

discapacidad accedan, en igualdad y autonomía, a servicios, instalaciones, programas, trámites, información 

pública, espacios públicos y mecanismos de participación. 

 

Cuando sea necesario, deberán implementarse ajustes razonables, apoyos técnicos, formatos accesibles, 

comunicación clara y medidas para eliminar barreras físicas, comunicacionales, administrativas o culturales.  

 

Artículo 12. Cuando la aplicación de este Bando involucre a personas víctimas, en situación de 

emergencia, enfermedad, embarazo, dependencia, pobreza, aislamiento o cualquier condición que comprometa 

su integridad, las autoridades municipales deberán actuar con debida diligencia, trato digno, confidencialidad, 

no revictimización, canalización adecuada y protección inmediata. 

 

Artículo 13. Las autoridades municipales deberán orientar su actuación a la protección ambiental, 

preservación de recursos naturales, gestión responsable del territorio, acceso al agua, manejo adecuado de 

residuos y protección de espacios de uso común. 

 

Capítulo III 

De la composición multicultural y organización del Municipio 
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Artículo 14. El Municipio reconoce su composición multicultural y plurilingüe, sustentada en la presencia 

histórica, territorial, lingüística, cultural y organizativa de pueblos indígenas, barrios, colonias, delegaciones, 

localidades y demás formas de vida colectiva que integran la identidad municipal. 

 

Dicha composición deberá considerarse en la planeación pública, prestación de servicios, participación 

ciudadana, atención administrativa y relación institucional del Ayuntamiento con la población. 

 

Artículo 15. El Municipio reconoce que los pueblos indígenas cuentan con formas propias de 

organización social, política y normativa, así como sistemas internos para regular su vida colectiva, designar 

autoridades, resolver determinados conflictos y preservar su identidad. 

 

Este reconocimiento no sustituye competencias del Ayuntamiento ni de otras autoridades legalmente 

constituidas; exige coordinar la actuación municipal con dichas formas de organización, dentro del marco 

constitucional, convencional y de derechos humanos. 

 

Artículo 16. Las autoridades municipales deberán distinguir entre autoridades auxiliares del 

Ayuntamiento y autoridades reconocidas por pueblos y localidades conforme a sus propias formas de 

organización. 

 

Cuando una persona, asamblea, comité, delegado, subdelegado, representante o autoridad actúe conforme 

a sistemas normativos internos o acuerdos colectivos, su intervención deberá analizarse atendiendo al contexto 

correspondiente. 

 

Artículo 17. Para efectos de coordinación administrativa, comunicación oficial, gestión de servicios, 

atención de solicitudes y ejecución de programas, las autoridades municipales deberán identificar a la 

autoridad, representación o instancia que corresponda conforme al sistema normativo interno, asamblea, 

consulta, acuerdo colectivo, constancia oficial o resolución firme. 

 

El reconocimiento municipal tendrá efectos administrativos y de coordinación; no resolverá controversias 

internas, no sustituirá la libre determinación de la localidad o pueblo respectivo ni impedirá que modifiquen o 

renueven su representación conforme a sus procedimientos propios. 

 

Artículo 18. La identificación de una autoridad o representación para coordinarse con el Ayuntamiento 

no impedirá la existencia de comités, cargos, comisiones, grupos de trabajo, personas auxiliares, autoridades 

tradicionales o formas de colaboración reconocidas por cada localidad o pueblo. 

 

Cuando existan planteamientos concurrentes sobre representación, las autoridades municipales deberán 

abstenerse de imponer una solución por preferencia administrativa y atenderán, según corresponda, al sistema 

normativo interno, asamblea, constancias oficiales, resoluciones firmes o vías legales correspondientes. 

 

Artículo 19. Las autoridades municipales reconocerán la importancia de las asambleas como espacios de 

deliberación, participación, decisión y organización, en términos de los sistemas normativos internos. 

 

Cuando una decisión colectiva sea presentada ante el Ayuntamiento o alguna autoridad municipal, deberá 

valorarse conforme a su contexto, forma de adopción, materia y compatibilidad con los derechos humanos y el 

orden jurídico. 

 



5 

 
Artículo 20. Las autoridades municipales promoverán que la información pública, avisos, campañas, 

programas, convocatorias, trámites y comunicaciones dirigidas a pueblos y localidades indígenas se difundan, 

cuando sea necesario y exista disponibilidad institucional, en la lengua correspondiente o mediante mecanismos 

adecuados para su comprensión. 

 

En procedimientos administrativos, de justicia cívica o de atención institucional, las personas indígenas 

tendrán derecho a orientación clara y, cuando sea necesario, asistencia de intérprete, traductor o persona 

facilitadora. 

 

Artículo 21. El reconocimiento de los sistemas normativos internos se realizará dentro del marco 

constitucional y convencional. No podrán validarse prácticas que vulneren la dignidad humana, igualdad entre 

mujeres y hombres, derechos de niñas, niños y adolescentes, integridad personal, libertad, participación de las 

mujeres, acceso a la justicia o cualquier otro derecho humano. 

 

Cuando exista tensión entre una práctica interna y derechos de una persona o grupo, las autoridades 

municipales deberán actuar con prudencia institucional, diálogo, debida diligencia y, en su caso, canalización 

a las autoridades competentes. 

 

Artículo 22. Las autoridades municipales deberán considerar la relación que los pueblos y localidades 

indígenas mantienen con su territorio, caminos, manantiales, ríos, espacios ceremoniales, áreas de uso común, 

lugares de reunión, panteones, escuelas y demás espacios relevantes para su vida colectiva. 

 

Artículo 23. El Municipio reconoce la relevancia de la cooperación, faena, tequio, cargos, comités y 

demás mecanismos solidarios que contribuyen al mantenimiento de caminos, espacios públicos, servicios, 

festividades, infraestructura básica y vida colectiva. 

 

Las autoridades municipales podrán coordinarse para fortalecer dichas formas de cooperación, sin 

imponer cargas desproporcionadas, discriminatorias o contrarias a derechos humanos.  

 

Artículo 24. El Ayuntamiento promoverá la preservación, fortalecimiento y difusión del patrimonio 

cultural material e inmaterial, incluyendo lenguas, tradiciones, festividades, gastronomía, medicina tradicional, 

memoria histórica, prácticas productivas, conocimientos locales y demás expresiones culturales. 

 

La actuación municipal deberá evitar la apropiación, distorsión, comercialización indebida o uso 

institucional no autorizado de expresiones culturales pertenecientes a pueblos o localidades. 

 

Artículo 25. Los actos, procedimientos, programas, proyectos, autorizaciones, permisos, licencias, 

servicios, campañas, medidas administrativas, obras públicas, intervenciones territoriales o determinaciones 

municipales que incidan directamente en pueblos o comunidades indígenas deberán sujetarse, según su 

naturaleza y alcance, a mecanismos de información suficiente, participación efectiva, diálogo institucional y 

coordinación con las autoridades o instancias correspondientes, de conformidad con el Protocolo de Consulta 

Previa, Libre, Informada, Culturalmente Adecuada y de Buena Fe a los Pueblos y Comunidades Indígenas y 

Afromexicanas del Municipio de San Felipe Orizatlán, Hidalgo. 

 

Artículo 26. Las autoridades municipales deberán aplicar este Bando procurando la armonización entre 

el orden jurídico municipal y los sistemas normativos internos de los pueblos y comunidades indígenas, 

conforme al marco constitucional, convencional, legal y reglamentario. 
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Cuando una actuación municipal incida en dichos sistemas normativos, deberá evitarse una aplicación 

rígida o aislada del Bando, privilegiando una solución compatible con los derechos humanos, la libre 

determinación, la seguridad jurídica, la paz social y la coordinación institucional. 

 

Capítulo IV 

De la relación con reglamentos municipales especiales 

 

Artículo 27. Las materias que cuenten con regulación específica en reglamentos municipales, acuerdos 

de Cabildo, disposiciones administrativas generales u ordenamientos especiales se regirán preferentemente por 

dichas normas, sin perjuicio de la aplicación complementaria de este Bando cuando resulte procedente y no 

exista contradicción normativa. 

 

Artículo 28. Las autoridades municipales ejercerán sus atribuciones conforme a la distribución de 

competencias prevista en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política 

del Estado de Hidalgo, las leyes generales, leyes estatales, este Bando, los reglamentos municipales y demás 

disposiciones aplicables. 

 

Cuando una materia se encuentre regulada por leyes generales o estatales, el Municipio actuará dentro del 

ámbito de competencia que dichas normas le reconozcan, sin invadir facultades reservadas a la Federación, al 

Estado, a otras autoridades administrativas, a órganos jurisdiccionales o a autoridades comunitarias reconocidas 

conforme al marco jurídico aplicable. 

 

Artículo 29. En caso de duda sobre la norma aplicable, deberá atenderse a la especialidad de la materia, 

la distribución competencial, la jerarquía normativa, el principio de competencia expresa y la interpretación 

que favorezca la mayor protección de los derechos humanos, la seguridad jurídica, la eficacia de la función 

pública municipal y el respeto a la composición multicultural del Municipio. 

 

Capítulo V 

De la supletoriedad e interpretación 

 

Artículo 30. La supletoriedad de este Bando se regirá por la materia de que se trate. Para el régimen 

orgánico municipal, será aplicable la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Hidalgo; para los actos y 

procedimientos administrativos, la Ley Estatal del Procedimiento Administrativo para el Estado de Hidalgo; 

para la justicia cívica, la Ley de Justicia Cívica para el Estado de Hidalgo; para la regulación de la mediación, 

conciliación y soluciones restaurativas la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de 

Controversias y para las reglas procesales compatibles que no estén previstas en los ordenamientos anteriores, 

el Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares. 

 

La aplicación supletoria será procedente sólo en lo conducente y no podrá crear competencias, ampliar 

facultades sancionadoras, imponer cargas no previstas, sustituir reglamentos especiales ni contravenir la 

Constitución, las leyes o este Bando. 

 

Artículo 31. La interpretación administrativa de este Bando corresponderá al Ayuntamiento, sin perjuicio 

de las atribuciones de las autoridades jurisdiccionales, administrativas o de control competentes.  

 

Para garantizar uniformidad, seguridad jurídica y coherencia en la actuación municipal, el Ayuntamiento 

podrá emitir, mediante acuerdo de Cabildo, criterios administrativos de interpretación obligatoria sobre la 

aplicación de este Bando, sus reglamentos y disposiciones municipales vinculadas. Dichos criterios tendrán 
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fuerza vinculante para las dependencias, unidades administrativas, autoridades auxiliares y órganos 

municipales, mientras no sean modificados por el propio Ayuntamiento o invalidados por autoridad 

competente. 

 

Los criterios administrativos de interpretación deberán ser generales, abstractos, fundados, motivados y 

congruentes con la Constitución, las leyes, los derechos humanos, la composición multicultural del Municipio, 

el pluralismo jurídico y los reglamentos municipales aplicables. En ningún caso podrán crear infracciones, 

sanciones, requisitos, cargas, competencias o procedimientos no previstos en las disposiciones normativas 

correspondientes. 

 

El Ayuntamiento podrá integrar, sistematizar y publicar dichos criterios en una compilación, para efectos 

de consulta, transparencia, certeza institucional y aplicación uniforme por parte de la administración pública 

municipal. 

 

Título Segundo 

Del Municipio, Territorio y Patrimonio 

 

Capítulo I 

Del Municipio 

 

Artículo 32. San Felipe Orizatlán es un Municipio libre del Estado de Hidalgo, con personalidad jurídica, 

patrimonio propio y autonomía en su régimen interior, conforme a la Constitución Federal, la Constitución del 

Estado de Hidalgo, la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Hidalgo y demás disposiciones que resulten 

obligatorias. 

 

Artículo 33. El Municipio conservará la denominación oficial de San Felipe Orizatlán, Hidalgo, la cual 

deberá emplearse en actos, documentos, sellos, archivos, publicaciones e instrumentos oficiales del 

Ayuntamiento y de la Administración Pública Municipal. 

 

Artículo 34. La cabecera municipal será San Felipe Orizatlán, Hidalgo, sede del Ayuntamiento, de la 

Presidencia Municipal y de las dependencias centrales de la Administración Pública Municipal, sin perjuicio 

de la atención que corresponda en los demás centros de población. 

 

Artículo 35. El gobierno del Municipio se deposita en un Ayuntamiento de elección popular directa, 

integrado conforme a la Constitución local, la legislación electoral y la Ley Orgánica Municipal para el Estado 

de Hidalgo. 

 

El Ayuntamiento ejercerá sus atribuciones como órgano colegiado de gobierno y sus determinaciones 

serán ejecutadas por la Administración Pública Municipal, conforme a sus respectivas competencias.  

 

Artículo 36. La actuación municipal tendrá como fines generales el bienestar de la población, la 

prestación de servicios públicos, la convivencia pacífica, la seguridad jurídica, la participación ciudadana, la 

protección del territorio y la preservación del patrimonio municipal. 

 

Capítulo II 

De la identidad y símbolos municipales 
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Artículo 37. La identidad de San Felipe Orizatlán se integra por su historia, territorio, población, lenguas, 

memoria, patrimonio cultural, organización social, tradiciones y demás elementos que distinguen al Municipio. 

 

Artículo 38. Son símbolos del Municipio su nombre oficial, escudo municipal y los demás emblemas 

reconocidos por el Ayuntamiento. 

 

Artículo 39. Los símbolos municipales deberán utilizarse con respeto y fines oficiales. Su uso en 

documentos, inmuebles, vehículos, uniformes, publicaciones, medios digitales y actos públicos se sujetará a 

las disposiciones que emita el Ayuntamiento. 

 

Artículo 40. Comete infracción administrativa quien utilice símbolos municipales sin autorización o para 

fines partidistas, comerciales, ofensivos, contrarios al interés público o que generen confusión con la autoridad 

municipal. 

 

Artículo 41. El Ayuntamiento promoverá la preservación de la memoria histórica del Municipio, 

procurando que las denominaciones oficiales, archivos, publicaciones y actos conmemorativos fortalezcan su 

identidad. 

 

Capítulo III 

Del territorio y organización territorial 

 

Artículo 42. El territorio del Municipio comprende su extensión, centros de población, caminos, espacios 

públicos, bienes de uso común y demás elementos reconocidos por disposiciones legales, administrativas, 

territoriales y cartográficas. 

 

Artículo 43. Para efectos administrativos, el Municipio se integra por la cabecera municipal y los centros 

de población existentes o reconocidos por el Ayuntamiento, conforme a las normas que regulan la organización 

territorial municipal. 

 

El Ayuntamiento podrá aprobar, actualizar y publicar el catálogo municipal de centros de población, con 

base en información oficial, antecedentes administrativos, registros municipales y elementos técnicos de 

identificación territorial. 

 

Artículo 44. El Municipio de San Felipe Orizatlán, Hidalgo, colinda al norte con los estados de San Luis 

Potosí y Veracruz de Ignacio de la Llave; al este con el estado de Veracruz de Ignacio de la Llave y con los 

municipios de Huejutla de Reyes y Jaltocán; al sur con los municipios de Jaltocán, Huejutla de Reyes y 

Tlanchinol; y al oeste con el municipio de Tlanchinol y el estado de San Luis Potosí. 

 

Sus límites serán los reconocidos por la Constitución, la Ley Orgánica Municipal para el Estado de 

Hidalgo, decretos, cartografía oficial y demás instrumentos emitidos por autoridad competente.  

 

Los conflictos de límites entre municipios del Estado podrán resolverse mediante convenio amistoso 

aprobado por el Congreso del Estado. Cuando la diferencia tenga carácter judicial, conocerá el Tribunal 

Superior de Justicia del Estado de Hidalgo, conforme a la Constitución local y la Ley Orgánica Municipal. 

 

Tratándose de límites con otra entidad federativa, se estará a lo previsto por la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, mediante convenio aprobado por la Cámara de Senadores o, en su defecto, por 

la vía de controversia constitucional ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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Artículo 45. La organización territorial del Municipio servirá para la administración pública, planeación 

municipal, prestación de servicios, ejecución de obras, atención institucional, participación ciudadana y 

coordinación con las autoridades o representaciones correspondientes. 

 

Artículo 46. La creación, reconocimiento, modificación, fusión, denominación o regularización 

administrativa de centros de población requerirá acuerdo del Ayuntamiento, con base en antecedentes 

administrativos, información territorial y elementos que acrediten su integración social. 

 

Artículo 47. El reconocimiento administrativo de un centro de población tendrá efectos de organización, 

planeación, servicios, obra pública y coordinación municipal, sin prejuzgar sobre propiedad, posesión, límites 

agrarios, régimen de tenencia de la tierra o controversias reservadas a otra autoridad. 

 

Artículo 48. La denominación o modificación del nombre de centros de población, vialidades, caminos, 

espacios públicos o bienes municipales requerirá acuerdo del Ayuntamiento, previa valoración administrativa, 

histórica y territorial. 

 

Cuando la determinación incida directamente en un centro de población, se procurará la participación de 

sus habitantes o representantes. 

 

Artículo 49. El Ayuntamiento podrá establecer y actualizar la nomenclatura oficial del Municipio para 

ordenar la identificación de centros de población, vialidades, caminos, espacios públicos y bienes municipales.  

 

Artículo 50. Las autoridades municipales podrán integrar y actualizar la información territorial necesaria 

para la planeación, servicios públicos, obra pública y atención administrativa. 

 

Artículo 51. La información territorial del Municipio deberá guardar correspondencia, cuando proceda, 

con los registros y sistemas emitidos por autoridad competente. 

 

Capítulo IV 

Del patrimonio municipal y bienes públicos 

 

Artículo 52. El patrimonio municipal se integra por los bienes, derechos, recursos, ingresos y demás 

elementos que pertenezcan al Municipio conforme a la ley. 

 

Artículo 53. Los bienes municipales serán de dominio público o de dominio privado, según su naturaleza, 

destino y régimen jurídico. 

 

Los bienes de dominio público conservarán ese carácter mientras estén destinados al uso común, a un 

servicio público o a una función municipal. 

 

Artículo 54. La administración, registro, conservación, aprovechamiento, afectación, desincorporación o 

disposición de bienes municipales se sujetará a la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Hidalgo, a los 

acuerdos del Ayuntamiento y a las normas que regulen el patrimonio público. 

 

Artículo 55. Las autoridades municipales deberán mantener actualizado el inventario del patrimonio 

municipal y resguardar la documentación que acredite su propiedad, posesión, destino o uso. 
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Artículo 56. El uso o aprovechamiento temporal de bienes municipales por personas físicas, morales, 

comités, instituciones o autoridades auxiliares requerirá autorización de la autoridad competente, conforme a 

la naturaleza y destino del bien. 

 

Artículo 57. Comete infracción administrativa quien, sin autorización o causa justificada, dañe, altere, 

ocupe, disponga, enajene, grave o utilice indebidamente bienes municipales, espacios públicos, infraestructura, 

archivos, documentos o bienes destinados al servicio público. 

 

Capítulo V 

Del patrimonio cultural y natural 

 

Artículo 58. El Ayuntamiento promoverá la identificación, preservación y difusión del patrimonio cultural 

del Municipio, conforme a las disposiciones aplicables. 

 

Artículo 59. El Municipio reconocerá la importancia de su patrimonio natural, integrado por los elementos 

ambientales y territoriales relevantes para la vida, salud, identidad y desarrollo de la población. 

 

Artículo 60. Las acciones municipales relacionadas con patrimonio cultural o natural vinculado a pueblos, 

comunidades o localidades deberán realizarse con respeto a su contexto, participación y formas de 

organización, evitando apropiación, distorsión o uso institucional no autorizado. 

 

Artículo 61. El Ayuntamiento podrá coordinarse con autoridades federales, estatales, comunitarias, 

instituciones académicas, organizaciones sociales y ciudadanía para preservar, restaurar, difundir y proteger el 

patrimonio cultural, natural e histórico del Municipio. 

 

Título Tercero 

Del Gobierno Municipal y la Administración Pública Municipal 

 

Capítulo I 

Del Ayuntamiento 

 

Artículo 62. El Ayuntamiento es el órgano colegiado de gobierno del Municipio y ejercerá las atribuciones 

que le confieren la Constitución Federal, la Constitución del Estado de Hidalgo, la Ley Orgánica Municipal 

para el Estado de Hidalgo, este Bando, los reglamentos municipales y demás disposiciones que resulten 

obligatorias. 

 

Artículo 63. El Ayuntamiento se integrará por la Presidencia Municipal, Sindicatura Procuradora y 

Regidurías, conforme a la Constitución local, la legislación electoral y la Ley Orgánica Municipal para el 

Estado de Hidalgo. 

 

Artículo 64. La Oficialía Mayor del Ayuntamiento es el cargo previsto por la Ley Orgánica Municipal 

para el Estado de Hidalgo para la atención de sus asuntos internos y el despacho de su correspondencia oficial. 

 

Corresponderá a la persona titular de la Oficialía Mayor auxiliar a la Presidencia Municipal, Sindicatura 

Procuradora y Regidurías en las actividades institucionales vinculadas con el funcionamiento del 

Ayuntamiento, así como dar seguimiento a los asuntos que le sean turnados. 
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La Oficialía Mayor fungirá como enlace operativo entre la Asamblea Municipal y la Administración 

Pública Municipal, así como entre aquélla y las instituciones públicas, sociales o privadas con las que deba 

mantener comunicación para el desahogo de sus asuntos internos. 

 

La persona titular de la Oficialía Mayor ejercerá sus funciones conforme a la Ley Orgánica Municipal 

para el Estado de Hidalgo, el Reglamento Interior de la Asamblea Municipal, este Bando, los acuerdos de 

Cabildo y demás disposiciones municipales. 

 

Artículo 65. El Ayuntamiento resolverá los asuntos de su competencia en sesión de Cabildo, conforme a 

las formalidades, etapas y reglas de funcionamiento previstas en el Reglamento Interior de la Asamblea 

Municipal y, supletoriamente, en la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Hidalgo. 

 

Los acuerdos de Cabildo sólo podrán instrumentar el cumplimiento de dichas disposiciones y no podrán 

modificar, dispensar, restringir o sustituir las reglas que regulan el funcionamiento del Ayuntamiento. 

 

Serán nulos de pleno derecho los acuerdos de Cabildo que contravengan el Reglamento Interior de la 

Asamblea Municipal, la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Hidalgo, este Bando, o que tengan por 

objeto o efecto restringir derechos, alterar reglas de participación, impedir el ejercicio del cargo o afectar la 

debida convocatoria, deliberación o votación de las personas integrantes del Ayuntamiento. 

 

Artículo 66. Los acuerdos del Ayuntamiento serán obligatorios para la Administración Pública Municipal, 

autoridades auxiliares y órganos municipales, dentro del ámbito de sus competencias. 

 

Artículo 67. El Ayuntamiento podrá emitir bandos, reglamentos, acuerdos, circulares y demás 

disposiciones administrativas de observancia general en las materias de su competencia y para el ejercicio de 

sus atribuciones. 

 

Artículo 68. Las personas integrantes del Ayuntamiento deberán ejercer su cargo con legalidad, lealtad 

institucional, responsabilidad, rendición de cuentas y sujeción al interés público. 

 

Capítulo II 

De la Presidencia Municipal 

 

Artículo 69. La Presidencia Municipal es la instancia ejecutiva del gobierno municipal y tiene a su cargo 

la conducción de la Administración Pública Municipal, la ejecución de los acuerdos de Cabildo y la 

representación política y administrativa del Municipio, conforme a las atribuciones previstas en la Ley 

Orgánica Municipal para el Estado de Hidalgo. 

 

Artículo 70. Corresponde a la Presidencia Municipal dirigir, coordinar y supervisar a las dependencias 

municipales, sin perjuicio de las atribuciones del Ayuntamiento, Sindicatura Procuradora, Tesorería Municipal, 

Órgano Interno de Control y demás autoridades competentes. 

 

Artículo 71. La Presidencia Municipal podrá emitir instrucciones, circulares, lineamientos y medidas de 

coordinación interna para el funcionamiento de la Administración Pública Municipal, siempre que no 

contravengan acuerdos del Ayuntamiento, reglamentos municipales ni disposiciones de mayor jerarquía. 
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Artículo 72. La Presidencia Municipal podrá delegar funciones administrativas en personas servidoras 

públicas municipales, conforme a la ley, reglamentos y acuerdos del Ayuntamiento, sin perjuicio de conservar 

la conducción y vigilancia que le correspondan. 

 

Capítulo III 

De la Sindicatura Procuradora y Regidurías 

 

Artículo 73. La Sindicatura Procuradora ejercerá las funciones de representación jurídica, vigilancia 

patrimonial, procuración de intereses municipales y demás atribuciones previstas en la Ley Orgánica Municipal 

para el Estado de Hidalgo y disposiciones municipales. 

 

Artículo 74. Las Regidurías participarán en la deliberación y decisión de los asuntos del Ayuntamiento, 

así como en las comisiones que les sean asignadas, conforme a la Ley Orgánica Municipal para el Estado de 

Hidalgo, el reglamento interior y los acuerdos de Cabildo. 

 

Artículo 75. Las comisiones del Ayuntamiento tendrán por objeto estudiar, dictaminar, proponer y dar 

seguimiento a los asuntos que les sean turnados, sin sustituir las atribuciones del Cabildo ni de las dependencias 

competentes. 

 

Artículo 76. Las personas integrantes del Ayuntamiento podrán solicitar información a las dependencias 

municipales para el ejercicio de sus funciones, conforme a la ley, acuerdos de Cabildo y reglas internas de 

organización. 

 

Capítulo IV 

De la Administración Pública Municipal 

 

Artículo 77. La Administración Pública Municipal se organizará conforme a la Ley Orgánica Municipal 

para el Estado de Hidalgo, este Bando, el Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, el 

presupuesto autorizado y los acuerdos del Ayuntamiento. 

 

Artículo 78. Las dependencias, unidades administrativas y órganos municipales existirán conforme al 

Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal o al acuerdo de Cabildo que los cree, modifique, 

fusione o suprima. 

 

Artículo 79. Las dependencias municipales ejercerán las atribuciones que les confieran la ley, este Bando, 

los reglamentos municipales, el Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, los acuerdos del 

Ayuntamiento y los manuales administrativos. 

 

Artículo 80. La Administración Pública Municipal deberá actuar con legalidad, disciplina, objetividad, 

profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, eficacia, eficiencia, austeridad y rendición de 

cuentas. 

 

Artículo 81. Las dependencias municipales deberán actuar de manera coordinada cuando un asunto 

requiera la intervención de dos o más áreas, conforme a la materia, competencia y jerarquía administrativa que 

corresponda. 
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Artículo 82. El Ayuntamiento podrá aprobar manuales de organización, procedimientos, lineamientos 

internos y demás instrumentos necesarios para ordenar el funcionamiento de la Administración Pública 

Municipal. 

 

Capítulo V 

De las personas servidoras públicas municipales 

 

Artículo 83. Las personas servidoras públicas municipales deberán desempeñar sus funciones conforme 

a su nombramiento, adscripción, competencia, jerarquía administrativa, comisión, instrucciones legítimas y 

disposiciones que regulen el servicio público municipal. 

 

Artículo 84. En el ejercicio de sus funciones deberán observar la legislación en materia de 

responsabilidades administrativas, el Código de Ética, el Código de Conducta, este Bando, los reglamentos 

municipales y los instrumentos internos que rijan su actuación. 

 

Artículo 85. Las personas servidoras públicas municipales deberán tramitar con diligencia los asuntos de 

su competencia, conservar los expedientes bajo su resguardo, rendir los informes requeridos y cumplir los 

acuerdos e instrucciones que correspondan. 

 

Artículo 86. Queda prohibido exigir requisitos no previstos, condicionar trámites o servicios, usar el cargo 

para fines particulares, retardar injustificadamente asuntos, sustraer documentos, omitir informes, desatender 

instrucciones legítimas o actuar fuera de competencia. 

 

Artículo 87. Las responsabilidades derivadas de faltas administrativas en el servicio público municipal se 

sustanciarán conforme a la legislación en materia de responsabilidades administrativas. 

 

Título Cuarto 

De la Población Municipal 

 

Capítulo I 

De la población del Municipio 

 

Artículo 88. Para efectos de este Bando, la población municipal comprende a las personas que habitan, 

residen, transitan, visitan, trabajan, participan o mantienen algún vínculo con el Municipio. 

 

Artículo 89. Se considerarán habitantes del Municipio las personas que residan en su territorio, de manera 

permanente o habitual, con independencia de su situación legal. 

 

Artículo 90. Se considerarán vecinas del Municipio las personas habitantes que mantengan domicilio, 

residencia estable, arraigo o participación comunitaria en alguno de sus centros de población. 

 

Artículo 91. Se considerarán transeúntes o visitantes las personas que se encuentren temporalmente en el 

Municipio, sin residencia habitual en su territorio. 

 

Artículo 92. La calidad de habitante, vecino, transeúnte o visitante tendrá sólo efectos administrativos y 

no condicionará el acceso a la atención municipal, servicios, trámites o mecanismos de participación que 

correspondan. 
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Capítulo II 

De los derechos de la población 

 

Artículo 93. Las personas que integran la población municipal tienen derecho a recibir atención digna de 

las autoridades municipales, acceder a los servicios públicos, realizar trámites, obtener orientación y recibir 

respuesta a sus solicitudes conforme a las disposiciones correspondientes. 

 

Artículo 94. Las personas habitantes y vecinas podrán participar en los mecanismos de planeación, 

consulta, audiencia, colaboración, vigilancia ciudadana y demás formas de participación reconocidas por el 

Ayuntamiento. 

 

Artículo 95. Toda persona podrá formular peticiones escritas ante las autoridades municipales, de manera 

pacífica y respetuosa. 

 

Las consultas, reportes u orientaciones inmediatas podrán atenderse por las autoridades municipales; 

cuando requieran trámite formal, deberán presentarse por escrito o por los medios institucionales autorizados.  

 

Artículo 96. Las autoridades deberán facilitar el acceso a trámites, servicios e información pública 

municipal, en el ámbito de sus competencias y bajo las reglas de transparencia, protección de datos personales 

y archivo. 

 

Artículo 97. El acceso a servicios, trámites y mecanismos de participación deberá otorgarse en 

condiciones de igualdad, conforme a los requisitos y procedimientos previstos por la normativa municipal. 

 

Capítulo III 

De las obligaciones de la población 

 

Artículo 98. La población municipal deberá respetar el orden jurídico municipal, integrado por este 

Bando, reglamentos, acuerdos de Cabildo, disposiciones administrativas generales, criterios administrativos de 

interpretación obligatoria y determinaciones emitidas por autoridad competente. 

 

Artículo 99. Son obligaciones de la población municipal: 

I. Respetar los derechos de las demás personas. 

II. Conservar el orden público y la convivencia social. 

III. Cuidar los espacios públicos, bienes municipales e infraestructura urbana. 

IV. Hacer uso adecuado de los servicios públicos. 

V. Cumplir las medidas administrativas emitidas por autoridad competente. 

VI. Colaborar con las autoridades municipales en casos de emergencia, riesgo o desastre. 

VII. Evitar conductas que afecten la salud, seguridad, tranquilidad o patrimonio de otras personas. 

VIII. Las demás previstas en este Bando y disposiciones municipales. 

 

Artículo 100. Las personas propietarias, poseedoras, responsables o usuarias de inmuebles deberán 

conservarlos en condiciones que no generen riesgo, insalubridad, afectación a la vía pública o perjuicio a 

terceros. 

 

Artículo 101. Las personas titulares, responsables o administradoras de establecimientos, giros, 

actividades comerciales o de servicios deberán cumplir las autorizaciones, medidas, horarios, condiciones y 

obligaciones previstas por las disposiciones municipales. 



15 

 
 

Artículo 102. La población deberá atender citatorios, requerimientos, inspecciones, verificaciones, 

medidas de seguridad, actos, resoluciones y demás determinaciones emitidas por autoridad municipal 

competente, sin perjuicio de su derecho a formular aclaraciones, manifestaciones o promover medios de 

defensa. 

 

Capítulo IV 

De la participación y colaboración ciudadana 

 

Artículo 103. El Ayuntamiento promoverá la participación de la población en las decisiones municipales 

que incidan en su vida cotidiana, especialmente en obras, servicios, programas y uso de espacios públicos. 

 

Artículo 104. La participación ciudadana podrá realizarse mediante asambleas, consultas, audiencias, 

comités, consejos, reuniones vecinales, reportes, propuestas y demás mecanismos reconocidos por el 

Ayuntamiento. 

 

Artículo 105. La participación ciudadana será un principio de gobierno abierto y corresponsabilidad 

pública. Deberá permitir que la población incida en los asuntos municipales mediante escucha, diálogo y 

construcción colectiva de soluciones, incorporando sus necesidades, saberes y formas de organización, sin 

sustituir las atribuciones ni la responsabilidad legal de las autoridades municipales. 

 

Título Quinto 

De los Servicios Públicos Municipales 

 

Capítulo I 

De la prestación de los servicios públicos 

 

Artículo 106. El Municipio tendrá a su cargo los servicios públicos que le correspondan conforme a la 

Constitución Federal, la Constitución del Estado de Hidalgo, la Ley Orgánica Municipal para el Estado de 

Hidalgo, este Bando y los reglamentos municipales. 

 

Artículo 107. Los servicios públicos municipales deberán prestarse de manera regular, continua y 

suficiente, de acuerdo con la capacidad institucional, presupuestal, técnica y operativa del Municipio. 

 

Artículo 108. El Ayuntamiento podrá organizar, ampliar o modificar la prestación de los servicios 

públicos, según las necesidades de la población, condiciones del territorio y disponibilidad municipal. 

 

Artículo 109. Los servicios públicos podrán prestarse directamente por el Municipio o mediante 

coordinación, convenio, colaboración institucional u otras formas autorizadas por la ley. 

 

En todo caso, el Ayuntamiento conservará las facultades de regulación, vigilancia y seguimiento que 

correspondan a la naturaleza municipal del servicio. 

 

Artículo 110. Las personas usuarias deberán utilizar adecuadamente los servicios públicos, cuidar la 

infraestructura destinada a su prestación y cubrir, cuando proceda, las contribuciones correspondientes. 

 

Capítulo II 

De los servicios públicos a cargo del Municipio 
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Artículo 111. Son servicios públicos municipales, en el ámbito de competencia del Ayuntamiento: 

 

I. Agua potable; 

II. Drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales; 

III. Alumbrado público; 

IV. Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos; 

V. Mercados y centrales de abasto; 

VI. Panteones; 

VII. Rastro; 

VIII. Calles, parques, jardines, áreas verdes y equipamiento de uso común; 

IX. Seguridad pública municipal; 

X. Tránsito, movilidad, seguridad vial y vialidad municipal; 

XI. Protección civil, prevención de riesgos y atención de emergencias; 

XII. Conservación de caminos, espacios públicos e infraestructura municipal; 

XIII. Control, ordenamiento y funcionamiento de establecimientos, giros y actividades comerciales, en el 

ámbito municipal; y 

XIV. Los demás que la Constitución, la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Hidalgo, este Bando, los 

reglamentos municipales o los acuerdos del Ayuntamiento determinen como servicios públicos 

municipales. 

 

Artículo 112. Cada servicio público municipal se organizará conforme a su naturaleza, autoridad 

responsable, reglas de operación y condiciones del territorio. 

 

Artículo 113. La organización de los servicios públicos deberá atender las condiciones de la cabecera 

municipal y de los centros de población, procurando cobertura gradual, atención prioritaria a necesidades 

básicas y reducción de desigualdades territoriales. 

 

Artículo 114. Las autoridades municipales podrán establecer rutas, horarios, calendarios, reglas de uso y 

medidas operativas para ordenar los servicios públicos, debiendo procurar que dicha información sea accesible 

para la población usuaria. 

 

Artículo 115. Cuando un servicio público cuente con regulación especial, ésta prevalecerá sobre las reglas 

generales de este Bando. 

 

Capítulo III 

De la continuidad, mejora e información pública 

 

Artículo 116. Las autoridades municipales deberán procurar la mejora continua de los servicios públicos, 

atendiendo a las condiciones del territorio, disponibilidad municipal y necesidades prioritarias de la población. 

 

Artículo 117. La suspensión, interrupción, restricción o modificación temporal de un servicio público 

sólo procederá por causa justificada, necesidad técnica, mantenimiento, emergencia, caso fortuito, fuerza 

mayor o interés público. La autoridad municipal deberá procurar que la medida sea proporcional, temporal y 

limitada a lo estrictamente necesario para atender la causa que la motive. 
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Artículo 118. Cuando una medida afecte la prestación ordinaria de un servicio público, la autoridad 

municipal procurará informar oportunamente a la población usuaria, indicando la causa, alcance y duración 

estimada, cuando ello sea posible. 

 

Artículo 119. El Ayuntamiento podrá establecer mecanismos de reporte y seguimiento ciudadano para 

identificar fallas, ordenar prioridades y mejorar los servicios públicos municipales. 

 

Capítulo IV 

De la corresponsabilidad social en los servicios públicos 

 

Artículo 120. La población deberá utilizar los servicios públicos de manera responsable y preservar los 

bienes destinados a su prestación. 

 

Artículo 121. Comete infracción administrativa quien, sin autorización o causa justificada, dañe, altere, 

obstruya, inutilice o aproveche indebidamente bienes, equipos, instalaciones o infraestructura destinados a los 

servicios públicos municipales, afectando su funcionamiento, conservación o prestación regular. 

 

Artículo 122. La corresponsabilidad social podrá fortalecer la prestación de los servicios públicos 

mediante acciones de cuidado, reporte, organización y colaboración comunitaria, sin sustituir la obligación del 

Municipio de garantizar su atención conforme a sus competencias y capacidades. 

 

Título Sexto 

De la Convivencia Social, el Orden Público y los Espacios Comunes 

 

Capítulo I 

De la convivencia social 

 

Artículo 123. La convivencia social en el Municipio se sustentará en el respeto entre las personas, la 

solución pacífica de conflictos y el uso responsable de los espacios comunes. 

 

Artículo 124. Las autoridades municipales promoverán la orientación, mediación y canalización 

institucional de conflictos vecinales o comunitarios, cuando la naturaleza del asunto lo permita. 

 

Artículo 125. La población deberá abstenerse de realizar conductas que perturben injustificadamente la 

tranquilidad, seguridad, salubridad, descanso o convivencia de otras personas. 

 

Artículo 126. Las diferencias entre particulares que puedan atenderse mediante diálogo, conciliación o 

justicia cívica deberán canalizarse por las vías institucionales correspondientes, sin perjuicio de las 

competencias de otras autoridades o tribunales. 

Capítulo II 

Del orden público municipal 

 

Artículo 127. El orden público municipal comprende las condiciones necesarias para la convivencia, 

seguridad, salubridad, uso común de espacios y funcionamiento regular de los servicios e instituciones 

municipales. 
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Artículo 128. Las autoridades municipales podrán intervenir, dentro de su competencia, cuando una 

conducta afecte de manera real y verificable el orden público municipal o impida el ejercicio de derechos de 

otras personas. 

 

Artículo 129. La intervención municipal deberá atender a la gravedad de la afectación, fundarse en hechos 

concretos y limitarse a las medidas necesarias para prevenir, corregir o hacer cesar la conducta correspondiente.  

 

Artículo 130. Cuando los hechos excedan la competencia municipal o deban ser conocidos por otra 

autoridad, la autoridad que intervenga deberá orientar, canalizar o dar vista a la instancia correspondiente.  

 

Si el caso requiere atención inmediata para prevenir un riesgo, proteger a una persona o preservar el orden 

público municipal, podrán adoptarse las medidas urgentes que correspondan dentro del ámbito de competencia 

municipal. 

 

Capítulo III 

De los espacios comunes 

 

Artículo 131. Los espacios comunes del Municipio son bienes destinados al encuentro, tránsito, 

convivencia, recreación, expresión social y vida colectiva. Su preservación deberá atender a su naturaleza, 

destino público y función comunitaria. 

 

Artículo 132. El uso de los espacios comunes será libre, igualitario y corresponsable. Ninguna persona 

podrá apropiarse de ellos, excluir injustificadamente a otras, deteriorarlos, impedir su uso colectivo o utilizarlos 

en perjuicio de derechos de terceros. 

 

Artículo 133. El uso temporal o especial de espacios comunes requerirá autorización municipal cuando 

implique instalación, ocupación, aprovechamiento económico, cierre, restricción del uso colectivo o 

modificación de su destino ordinario. 

 

Artículo 134. La autorización deberá precisar, según el caso, el espacio autorizado, fecha, horario, persona 

responsable y condiciones para su uso, limpieza, resguardo y restitución. 

 

Artículo 135. La autorización de uso temporal o especial no generará derechos permanentes, preferentes 

o exclusivos sobre los espacios comunes, ni podrá entenderse como permiso para apropiarlos, restringirlos 

indebidamente o alterar su función comunitaria. 

 

Capítulo IV 

De la prevención de afectaciones 

 

Artículo 136. Comete infracción administrativa quien, sin autorización o causa justificada, dañe, altere, 

ensucie, obstruya, ocupe o utilice indebidamente espacios comunes, bienes municipales o lugares de uso 

colectivo, afectando su conservación, seguridad, salubridad o destino público. 

 

Artículo 137. Cuando existan objetos, instalaciones, estructuras, mercancías o cualquier otro elemento 

colocado sin autorización en espacios comunes, la autoridad municipal competente podrá ordenar su retiro o 

retirarlos directamente cuando impidan el uso colectivo, afecten la seguridad, salubridad, limpieza, prestación 

de servicios o derechos de terceros. 
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Título Séptimo 

De las Infracciones Administrativas, Medidas y Sanciones 

 

Capítulo I 

De los principios de la potestad administrativa sancionadora municipal 

 

Artículo 138. Este Título establece las bases generales para el ejercicio de la potestad administrativa 

sancionadora municipal, respecto de las infracciones previstas en este Bando y, en lo conducente, en los 

reglamentos y disposiciones administrativas municipales, así como para la imposición de sanciones y el dictado 

de medidas preventivas, correctivas o de seguridad dentro del ámbito de competencia municipal. 

 

Su aplicación sólo podrá realizarse por autoridad competente, respecto de conductas previamente previstas 

como infracción administrativa y mediante procedimiento regular, sin que puedan imponerse medidas o 

sanciones fuera de los casos, formas y límites establecidos por la normativa municipal. 

 

Artículo 139. La potestad administrativa sancionadora municipal se ejercerá conforme a los principios 

que rigen la potestad sancionadora del Estado, modulados al derecho administrativo, entre ellos: legalidad, 

tipicidad, culpabilidad, responsabilidad personal, proporcionalidad, razonabilidad, mínima intervención, 

igualdad, no discriminación, prohibición de doble sanción por los mismos hechos y respeto a la dignidad 

humana. 

 

Ninguna sanción podrá imponerse por analogía o mayoría de razón. Las infracciones administrativas 

deberán estar previstas de manera expresa, clara y taxativa, sin que la autoridad pueda ampliar su alcance 

mediante interpretaciones extensivas en perjuicio de la persona presunta infractora. 

 

Artículo 140. Constituye infracción administrativa la acción u omisión expresamente prevista como tal 

en este Bando o en los reglamentos municipales, atribuible a una persona física o moral, que produzca una 

afectación o riesgo concreto a un bien jurídico tutelado por el orden municipal. 

 

La omisión sólo será sancionable cuando exista un deber jurídico específico de actuar para prevenir, 

corregir o impedir la afectación, derivado de la ley, contrato o actuar precedente atribuible a la persona 

responsable. 

 

La infracción administrativa deberá describir, con precisión suficiente, la conducta prohibida u ordenada, 

el sujeto obligado o responsable, el bien jurídico administrativo protegido, el objeto material de la conducta, la 

afectación o riesgo concreto exigido para su actualización y, cuando corresponda, la relación entre la conducta 

y el resultado producido. 

 

Artículo 141. Ninguna persona podrá ser sancionada por una conducta que no se encuentre prevista como 

infracción al momento de su realización. 

 

Artículo 142. La aplicación de este Título deberá sujetarse al principio de mínima intervención.  

 

La autoridad municipal deberá optar, cuando sea jurídicamente posible, por medidas preventivas, 

correctivas o de solución inmediata antes que la sanción, siempre que con ello pueda cesar la conducta, 

repararse la afectación o restituirse el orden municipal sin riesgo, daño grave, reincidencia o perjuicio a 

derechos de terceros. 
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La sanción administrativa sólo procederá cuando resulte necesaria para responder a una infracción 

acreditada y deberá guardar proporción con la gravedad real de la conducta. 

 

Artículo 143. En materia sancionadora, las disposiciones especiales prevalecerán sobre las generales.  

 

Cuando una conducta se encuentre prevista en reglamentos municipales o disposiciones administrativas 

especiales, se aplicará preferentemente la norma que regule de manera específica la materia, conducta, 

procedimiento o sanción correspondiente. 

 

La aplicación de una disposición especial excluirá la imposición de otra sanción municipal por los mismos 

hechos, cuando exista identidad de sujeto, conducta y fundamento sancionador, sin perjuicio de las medidas 

preventivas, correctivas o de seguridad necesarias para hacer cesar riesgos, afectaciones inmediatas o perjuicios 

a derechos de terceros. 

 

Artículo 144. La responsabilidad administrativa será personal y sólo podrá atribuirse a quien tenga 

intervención jurídicamente relevante y propia en la infracción. 

 

Artículo 145. La imposición de sanciones administrativas exigirá acreditar la existencia de la conducta, 

su adecuación al tipo administrativo, la intervención atribuible a la persona presunta infractora, la afectación o 

riesgo generado y la inexistencia de causa que excluya la responsabilidad. 

 

La insuficiencia probatoria sobre los hechos, la intervención atribuida, la actualización del tipo 

administrativo o la responsabilidad de la persona presunta infractora impedirá imponer sanción. 

 

Artículo 146. Ninguna persona podrá ser sancionada dos veces por los mismos hechos cuando exista 

identidad de sujeto, conducta y fundamento sancionador. La tramitación de procedimientos distintos sólo será 

válida cuando responda a competencias o bienes jurídicos administrativos diversos. 

 

Capítulo II 

De la autoría, participación y responsabilidad administrativa 

 

Artículo 147. Será autora de una infracción administrativa la persona que ejecute directamente la 

conducta infractora, la realice por conducto de otra, ordene su ejecución, conserve el control efectivo del hecho 

o incumpla una obligación administrativa propia. 

 

Artículo 148. Será partícipe de una infracción administrativa quien determine, induzca, auxilie o facilite 

su realización, siempre que su intervención sea concreta, relevante y acreditada. 

 

Artículo 149. Las personas jurídicas y las unidades económicas, cualquiera que sea su forma de 

organización, podrán ser sujetas de responsabilidad administrativa cuando la infracción se realice por sus 

representantes, administradores, encargados, dependientes, auxiliares o personas vinculadas a la actividad que 

desarrollan, siempre que actúen en su nombre, por su cuenta, bajo su dirección o en beneficio de dicha 

actividad. 

 

Lo anterior no excluye la responsabilidad individual de las personas físicas que hayan intervenido en la 

conducta infractora. 
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Artículo 150. Cuando varias personas intervengan en una misma infracción, la autoridad deberá 

individualizar la conducta atribuida a cada una y evitar sanciones colectivas o indeterminadas. 

 

La resolución deberá expresar de manera clara la intervención atribuida a cada persona responsable. 

 

Artículo 151. Serán excluyentes de responsabilidad administrativa las circunstancias que impidan atribuir 

a la persona el injusto administrativo o excluyan la culpabilidad necesaria para imponer una sanción.  

 

El caso fortuito y la fuerza mayor excluirán la responsabilidad cuando el hecho derive de un 

acontecimiento ajeno a la voluntad de la persona, imprevisible o inevitable, que rompa la imputación de la 

conducta o haga imposible cumplir la obligación administrativa correspondiente. 

 

La imposibilidad material de cumplimiento excluirá la responsabilidad cuando, por condiciones objetivas 

no atribuibles a la persona, no pueda exigírsele realizar la conducta ordenada, evitar la conducta prohibida o 

impedir el resultado administrativamente relevante. 

 

El cumplimiento de un deber legal y el ejercicio legítimo de un derecho excluirán la responsabilidad 

cuando la conducta se encuentre amparada por una norma, autorización o mandato legítimo de autoridad 

competente, siempre que no exceda los límites de dicha habilitación. 

 

El error invencible excluirá la culpabilidad cuando, atendiendo a las circunstancias concretas del caso, la 

persona no haya podido conocer la ilicitud administrativa de la conducta o la existencia del deber administrativo 

incumplido. 

 

También excluirá la culpabilidad la inexigibilidad de otra conducta, cuando por circunstancias 

extraordinarias, objetivas y acreditadas no pueda formularse reproche administrativo a la persona por haber 

actuado u omitido actuar de manera distinta. 

 

Artículo 152. Sólo podrá sancionarse una conducta exteriorizada que actualice el tipo administrativo y 

produzca la afectación o riesgo concreto exigido por éste. 

 

Capítulo III 

De los tipos administrativos 

 

Artículo 153. En materia de orden público municipal y convivencia social, se protege la tranquilidad, 

seguridad, descanso y uso pacífico de los espacios públicos o de uso común. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Alterar de manera relevante la tranquilidad, seguridad, descanso o uso pacífico de espacios públicos o 

de uso común. 

II. Agredir, amenazar, intimidar u hostigar a otra persona, cuando la conducta afecte el orden público o la 

convivencia social. 

III. Participar en riñas, confrontaciones o actos violentos que pongan en riesgo a personas, bienes o espacios 

de uso común. 

IV. Impedir u obstaculizar injustificadamente el uso común de calles, plazas, caminos, accesos, instalaciones 

o espacios públicos. 
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V. Producir ruido, escándalo o molestias graves que afecten el descanso vecinal o el uso pacífico de 

espacios públicos o de uso común. 

VI. Consumir, suministrar o permitir el consumo de bebidas alcohólicas, sustancias tóxicas o enervantes en 

espacios públicos, cuando con ello se altere el orden público o la seguridad de las personas, sin perjuicio 

de la competencia de otras autoridades. 

VII. Realizar necesidades fisiológicas, actos obscenos o exhibiciones ofensivas en espacios públicos o de uso 

común. 

VIII. Desobedecer medidas preventivas, correctivas, de restricción, retiro, suspensión, protección o auxilio 

emitidas por autoridad municipal competente. 

IX. Impedir u obstaculizar la prestación de auxilio, la atención de emergencias o la intervención legal de 

autoridades competentes. 

 

Artículo 154. En materia de servicios públicos municipales, se protege la continuidad, disponibilidad, 

conservación y funcionamiento regular de los servicios a cargo del Municipio. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Dañar, alterar, obstruir, inutilizar, retirar, manipular o usar indebidamente bienes, equipos, instalaciones 

o infraestructura destinados a servicios públicos municipales. 

II. Impedir, dificultar, suspender o afectar la prestación regular de servicios públicos municipales. 

III. Conectar, reconectar, intervenir, modificar o aprovechar infraestructura de servicios públicos 

municipales sin autorización. 

IV. Desviar, desperdiciar, extraer o disponer sin autorización de agua, insumos, materiales o recursos 

destinados a servicios públicos municipales. 

V. Usar servicios públicos, instalaciones o infraestructura municipal para fines distintos a los autorizados.  

VI. Incumplir reglas de uso, horarios, turnos, condiciones o medidas operativas establecidas para la 

prestación de servicios públicos municipales. 

VII. Impedir u obstaculizar trabajos de mantenimiento, reparación, limpieza, rehabilitación, instalación, 

supervisión o ampliación de servicios públicos municipales. 

VIII. Depositar residuos, escombro, objetos, animales o sustancias en infraestructura destinada al servicio 

público. 

 

Artículo 155. En materia de espacios públicos, áreas verdes, bienes de uso común y equipamiento 

colectivo, se protege su conservación, accesibilidad, destino común y aprovechamiento ordenado. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Dañar, ensuciar, contaminar, alterar, obstruir, ocupar, cerrar o utilizar sin autorización espacios públicos 

o de uso común. 

II. Apartar, reservar, cercar, bloquear, restringir o apropiarse de calles, banquetas, plazas, accesos, áreas 

verdes, caminos, parques, jardines o bienes de uso común. 

III. Colocar mercancías, objetos, estructuras, anuncios, lonas, materiales, mobiliario, puestos o instalaciones 

en espacios públicos sin autorización municipal. 

IV. Realizar actividades que deterioren, impidan, limiten o cambien el uso ordinario de espacios públicos, 

áreas verdes, parques, jardines o bienes de uso común. 

V. Omitir el retiro, limpieza, reparación o restitución de espacios públicos después de haberlos utilizado, 

aprovechado u ocupado temporalmente. 
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VI. Utilizar espacios públicos para actividades comerciales, sociales, recreativas, religiosas, políticas, 

culturales o de cualquier otra naturaleza sin autorización, cuando ésta sea necesaria por el uso especial 

del espacio. 

VII. Dañar, retirar, alterar o cambiar de lugar mobiliario urbano, luminarias, bancas, jardineras, contenedores, 

señalamientos, rejas, juegos, protecciones, monumentos o elementos instalados en espacios públicos. 

VIII. Dañar, cortar, retirar, podar indebidamente o afectar árboles, plantas, jardineras, áreas verdes o 

elementos naturales de espacios públicos, sin autorización municipal. 

 

Artículo 156. En materia de bienes municipales, archivos, documentos e información bajo resguardo 

municipal, se protege el patrimonio del Municipio, la conservación de sus bienes y la integridad de los 

documentos, expedientes y registros a cargo de la autoridad municipal. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Dañar, alterar, ocupar, sustraer, ocultar, destruir, disponer o utilizar sin autorización bienes muebles o 

inmuebles del Municipio. 

II. Usar bienes municipales para fines particulares, partidistas, comerciales, electorales o distintos al 

servicio público al que estén destinados. 

III. Deteriorar, sustraer, destruir, modificar, ocultar, retener o utilizar indebidamente archivos, expedientes, 

documentos, sistemas, equipos, mobiliario, vehículos o instrumentos oficiales. 

IV. Impedir el registro, inventario, inspección, conservación, recuperación, resguardo, entrega o restitución 

de bienes municipales. 

V. Permitir el uso indebido de bienes municipales por terceros cuando se tenga su resguardo, 

administración, posesión, custodia o control. 

VI. Extraer, copiar, divulgar, alterar o destruir información, documentos, archivos, bases de datos o registros 

municipales sin autorización. 

VII. Omitir el resguardo, cuidado o reporte de pérdida, daño, robo, extravío o uso indebido de bienes, 

documentos o instrumentos oficiales bajo responsabilidad de una persona. 

 

Artículo 157. En materia de autorizaciones, permisos, licencias, constancias y registros municipales, se 

protege la validez, vigencia y cumplimiento de los actos administrativos que habilitan, condicionan o restringen 

actividades sujetas a control municipal. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Realizar actividades sujetas a autorización, permiso, licencia, constancia, registro o aviso municipal sin 

contar con ello. 

II. Incumplir condiciones, horarios, medidas, restricciones, vigencias, obligaciones o términos establecidos 

en autorizaciones, permisos, licencias, constancias, registros o avisos municipales. 

III. Presentar información falsa, documentos alterados, datos incompletos o manifestaciones inexactas en 

trámites municipales. 

IV. Utilizar autorizaciones, permisos, licencias, constancias o registros municipales para fines distintos a los 

autorizados. 

V. Transferir, prestar, ceder, arrendar, vender, alterar o permitir el uso indebido de autorizaciones, permisos, 

licencias, constancias o registros municipales. 

VI. Continuar actividades suspendidas, clausuradas, restringidas, condicionadas o prohibidas por autoridad 

competente. 
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VII. Incumplir medidas de prevención, corrección, retiro, suspensión, clausura, regularización, restitución, 

saneamiento, mitigación o reparación emitidas por autoridad municipal competente. 

VIII. Impedir, ocultar o negar la exhibición de autorizaciones, permisos, licencias, constancias o documentos 

expedidos por la administración municipal cuando sean requeridos por autoridad competente. 

 

Artículo 158. En materia de establecimientos, giros, actividades comerciales, de servicios o de 

aprovechamiento económico, se protege su funcionamiento ordenado y su compatibilidad con la tranquilidad, 

limpieza, imagen urbana, servicios públicos y derechos de terceros. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Operar establecimientos, giros, actividades comerciales, industriales, de servicios, espectáculos, eventos 

o aprovechamientos económicos sin autorización municipal. 

II. Incumplir el giro, horario, aforo, superficie, modalidad, restricciones o condiciones establecidos en la 

autorización municipal correspondiente. 

III. Ocupar espacios públicos, banquetas, caminos, accesos, áreas verdes, bienes municipales o zonas de uso 

común para fines comerciales o de servicios sin autorización municipal. 

IV. Colocar puestos, estructuras, anuncios, mercancías, mobiliario, exhibidores, carpas, toldos, bocinas, 

mesas, sillas o elementos similares fuera del área autorizada. 

V. Generar, con motivo del establecimiento, giro o actividad, afectaciones a la tranquilidad, limpieza, 

imagen urbana, servicios públicos, espacios públicos o derechos de terceros. 

VI. Permitir o tolerar, dentro del establecimiento o con motivo directo de la actividad, riñas, escándalos, 

obstrucciones, acumulación de residuos, invasión de espacios públicos o conductas que alteren el orden 

municipal. 

VII. Impedir u obstaculizar verificaciones, inspecciones, requerimientos, medidas, clausuras, suspensiones o 

determinaciones emitidas por autoridad municipal competente. 

VIII. Cambiar, ampliar o modificar el giro, actividad, superficie, horario, modalidad o condiciones autorizadas 

sin aprobación municipal. 

IX. Realizar propaganda sonora, visual o actividades de atracción comercial que alteren la tranquilidad, 

invadan espacios públicos o incumplan disposiciones municipales. 

X. Omitir la limpieza, conservación, retiro de residuos u ordenamiento del área autorizada o del frente del 

establecimiento. 

 

Artículo 159. En materia de construcción, obras, edificaciones, demoliciones e intervención material de 

inmuebles, se protege el orden urbano municipal, la infraestructura pública, los bienes municipales y la 

prevención de afectaciones a espacios de uso común o predios colindantes. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Ejecutar construcciones, ampliaciones, modificaciones, excavaciones, demoliciones, bardas, cercas, 

rellenos, movimientos de tierra o cualquier intervención material en inmuebles sin autorización 

municipal. 

II. Realizar obras o intervenciones materiales en forma distinta a los términos, planos, medidas, 

alineamientos, restricciones o condiciones autorizadas por la autoridad municipal. 

III. Invadir, ocupar, cerrar, afectar o aprovechar espacios públicos, áreas de uso común, caminos, banquetas, 

accesos, áreas verdes, bienes municipales o superficies no autorizadas con motivo de una obra o 

intervención material. 



25 

 
IV. Depositar, abandonar o mantener materiales, escombro, maquinaria, herramienta, residuos de 

construcción, estructuras provisionales o elementos de obra en espacios públicos, bienes municipales o 

áreas de uso común sin autorización municipal. 

V. Omitir la limpieza, retiro de escombro, delimitación, señalamiento, contención o protección necesaria 

con motivo de una obra, demolición, excavación o intervención material. 

VI. Continuar obras, construcciones, demoliciones o intervenciones materiales suspendidas, clausuradas, 

restringidas o condicionadas por autoridad municipal competente. 

VII. Impedir u obstaculizar inspecciones, verificaciones, mediciones, requerimientos, suspensiones, 

clausuras o medidas administrativas relacionadas con obras, edificaciones o inmuebles. 

VIII. Ejecutar obras, instalaciones, descargas, excavaciones o intervenciones que dañen, obstruyan o alteren 

infraestructura pública, drenajes, caminos, áreas verdes, espacios públicos, bienes municipales o 

servicios públicos municipales. 

IX. Modificar fachadas, accesos, niveles, escurrimientos, bardas, muros, anuncios estructurales o elementos 

exteriores cuando se afecten espacios públicos, bienes colindantes, imagen urbana o servicios 

municipales. 

X. Omitir la regularización, retiro, adecuación, suspensión, reparación o restitución ordenada por autoridad 

municipal respecto de obras, edificaciones, demoliciones o inmuebles. 

 

Artículo 160. En materia de cumplimiento de actos de autoridad municipal, se protege la eficacia y 

ejecución de las determinaciones, requerimientos, medidas y diligencias emitidas o practicadas por la autoridad 

municipal. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Desatender citatorios, requerimientos, resoluciones, acuerdos, medidas o determinaciones emitidas por 

autoridad municipal competente. 

II. Impedir, obstaculizar o resistirse al ejercicio legal de funciones municipales. 

III. Negarse a proporcionar información, documentación, acceso o comparecencia requeridos para el 

ejercicio de atribuciones municipales. 

IV. Romper sellos, retirar avisos oficiales, alterar constancias de actuación, modificar condiciones de 

clausura, suspensión o aseguramiento, o impedir la ejecución de una medida administrativa. 

V. Incumplir convenios, acuerdos, medidas conciliatorias o compromisos formalizados ante autoridad 

municipal. 

VI. Proporcionar datos falsos, incompletos o inexactos durante inspecciones, verificaciones, diligencias, 

procedimientos o comparecencias ante autoridad municipal. 

VII. Ocultar, modificar, destruir o retirar objetos, documentos, bienes, instalaciones o elementos relacionados 

con una inspección, verificación, procedimiento o medida administrativa. 

VIII. Continuar, repetir o permitir la conducta que haya sido motivo de suspensión, clausura, retiro, 

aseguramiento, medida correctiva o determinación expresa de autoridad municipal. 

 

Artículo 161. En materia de salubridad, limpieza y entorno comunitario, se protege la higiene pública, la 

limpieza de espacios públicos y la prevención de focos de infección dentro del ámbito municipal. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Arrojar, abandonar, depositar, dispersar o acumular residuos, escombro, animales muertos, aguas 

residuales, lodos, aceites, grasas, químicos o materiales insalubres en lugares no autorizados. 
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II. Quemar basura, llantas, plásticos, residuos, maleza, cables, materiales contaminantes o sustancias que 

generen humo, malos olores o afectación comunitaria. 

III. Generar o permitir focos de infección, malos olores, escurrimientos, fauna nociva, encharcamientos, 

acumulación de basura o condiciones de insalubridad. 

IV. Omitir la limpieza, chapeo, deshierbe, conservación o saneamiento de inmuebles, predios, banquetas, 

frentes, accesos o espacios bajo responsabilidad de una persona. 

V. Contaminar, obstruir o afectar fuentes, corrientes, depósitos, canales, drenajes, cunetas, caminos, áreas 

verdes o espacios de uso común. 

VI. Mantener animales, residuos, materiales, objetos o sustancias en condiciones que generen insalubridad, 

malos olores, fauna nociva, riesgo sanitario o afectación vecinal. 

VII. Incumplir medidas municipales de limpieza, retiro, saneamiento, control, fumigación, mitigación o 

disposición de residuos emitidas por autoridad competente. 

VIII. Sacar, depositar o abandonar residuos fuera de los horarios, lugares, recipientes o condiciones 

establecidos por la autoridad municipal. 

 

Artículo 162. En materia de identidad institucional y representación municipal, se protege la autenticidad 

de los actos, documentos, símbolos y medios de identificación del Municipio. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Usar símbolos, emblemas, escudos, sellos, documentos, uniformes, vehículos, gafetes o medios de 

identificación municipal sin autorización. 

II. Alterar, deteriorar, retirar, ocultar o utilizar indebidamente placas, nomenclatura, señales, avisos, 

comunicados, sellos, documentos, emblemas o distintivos oficiales del Municipio. 

III. Ostentarse como autoridad municipal, auxiliar, inspectora, verificadora, notificadora o persona servidora 

pública sin tener esa calidad. 

IV. Realizar actos, cobros, requerimientos, inspecciones, verificaciones, notificaciones o gestiones 

aparentando autorización, comisión o representación municipal. 

V. Usar el nombre, imagen, símbolos, instalaciones, bienes o representación del Municipio para fines 

particulares, partidistas, comerciales o de lucro, sin autorización. 

VI. Impedir, alterar o retirar sellos, citatorios, avisos, clausuras, suspensiones, comunicados o 

determinaciones colocadas por autoridad municipal competente. 

VII. Elaborar, reproducir, portar, exhibir o distribuir documentos, constancias, permisos, licencias, sellos, 

gafetes o identificaciones municipales falsas, alteradas o no autorizadas. 

 

Artículo 163. En materia de instalaciones y equipamiento municipal de uso público o regulado, se protege 

su conservación, funcionamiento, acceso ordenado y aprovechamiento conforme a su destino. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Utilizar instalaciones o equipamiento municipal para fines distintos a los autorizados o incompatibles 

con su destino. 

II. Ingresar, permanecer o realizar actividades en instalaciones municipales fuera de los horarios, áreas, 

condiciones o usos permitidos. 

III. Ocupar, reservar, apartar, ceder o aprovechar instalaciones o equipamiento municipal sin autorización 

municipal. 

IV. Impedir u obstaculizar el uso ordenado de instalaciones o equipamiento municipal por otras personas 

usuarias. 
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V. Introducir, colocar, almacenar o abandonar objetos, mercancías, materiales, residuos, animales, 

estructuras o equipos en instalaciones municipales sin autorización. 

VI. Incumplir reglas de uso, conservación, limpieza, resguardo, acceso, permanencia o devolución 

establecidas para instalaciones o equipamiento municipal. 

VII. Omitir la entrega, devolución, limpieza, reparación o restitución de instalaciones o equipamiento 

municipal después de su uso autorizado. 

VIII. Realizar cobros, reservas, cesiones, permisos o aprovechamientos sobre instalaciones o equipamiento 

municipal sin autorización de autoridad competente. 

 

Artículo 164. En materia de panteones municipales, se protege el uso ordenado, conservación y 

administración de los espacios destinados a inhumaciones, exhumaciones y servicios funerarios de 

competencia municipal. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Realizar inhumaciones, exhumaciones, traslados, apertura de fosas, gavetas, criptas o nichos sin 

autorización municipal o fuera de las condiciones autorizadas. 

II. Ocupar, apartar, ceder, vender, transferir o aprovechar fosas, gavetas, criptas, nichos, lotes o espacios 

del panteón sin autorización municipal. 

III. Construir, ampliar, modificar, retirar o colocar lápidas, monumentos, cruces, capillas, bardas, rejas, 

jardineras, estructuras o elementos funerarios sin autorización municipal o fuera de las condiciones 

permitidas. 

IV. Dañar, alterar, invadir, obstruir, ocupar o deteriorar fosas, gavetas, criptas, nichos, monumentos, 

andadores, accesos, áreas comunes, instalaciones o bienes del panteón. 

V. Introducir, depositar, abandonar o mantener escombro, residuos, materiales, herramientas, estructuras, 

objetos o elementos ajenos al uso autorizado del panteón. 

VI. Omitir la limpieza, retiro, conservación, reparación o restitución de espacios, elementos funerarios o 

áreas utilizadas dentro del panteón, cuando exista obligación de hacerlo. 

VII. Alterar, destruir, ocultar, sustituir o retirar placas, señalamientos, registros, constancias, identificadores, 

sellos o elementos de control administrativo del panteón. 

VIII. Realizar actividades comerciales, cobros, servicios, trabajos, apartados, gestiones o aprovechamientos 

dentro del panteón sin autorización municipal. 

IX. Impedir u obstaculizar la administración, inspección, verificación, registro, conservación, limpieza, 

mantenimiento o medidas ordenadas por la autoridad municipal en el panteón. 

X. Alterar el orden, impedir el acceso, perturbar ceremonias o realizar actos que afecten el uso respetuoso 

del panteón. 

 

Artículo 165. En materia de mercados, centrales de abasto, tianguis y espacios comerciales municipales, 

se protege el uso ordenado, conservación, limpieza, administración y aprovechamiento regular de los espacios 

destinados al comercio bajo control municipal. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Ocupar, instalar, apartar, ceder, transferir o aprovechar locales, puestos o espacios comerciales 

municipales sin autorización. 

II. Ejercer un giro, actividad, horario, modalidad, superficie o ubicación distinta a la autorizada por la 

autoridad municipal. 



28 

 
III. Colocar mercancías, estructuras, anuncios, mobiliario, exhibidores, lonas, toldos, bocinas, mesas, sillas 

o elementos similares fuera del espacio autorizado. 

IV. Obstruir pasillos, accesos, salidas, áreas comunes, zonas de carga, descarga o circulación del mercado, 

central de abasto, tianguis o espacio comercial municipal. 

V. Omitir la limpieza, retiro de residuos, conservación o restitución del local, puesto, área autorizada o 

frente correspondiente. 

VI. Dañar, alterar, retirar, modificar o utilizar indebidamente instalaciones, mobiliario, infraestructura, 

registros, tomas, luminarias, drenajes, contenedores o bienes municipales del mercado, central de abasto, 

tianguis o espacio comercial. 

VII. Realizar cobros, apartados, cesiones, subarrendamientos, traspasos, permisos o aprovechamientos sobre 

locales, puestos o espacios comerciales municipales sin autorización. 

VIII. Impedir u obstaculizar la administración, inspección, verificación, limpieza, mantenimiento, retiro o 

ejecución de medidas dictadas por la autoridad municipal en mercados, centrales de abasto, tianguis o 

espacios comerciales. 

 

Artículo 166. En materia de rastro municipal, se protege el uso ordenado, conservación, limpieza, 

administración y funcionamiento regular de las instalaciones destinadas a la prestación del servicio público 

municipal correspondiente. 

 

Son infracciones administrativas en esta materia: 

 

I. Utilizar el rastro municipal, sus áreas, instalaciones, equipos o servicios sin autorización municipal o 

fuera de los horarios, turnos, áreas o condiciones establecidas por la autoridad competente.  

II. Realizar fuera del rastro municipal o de lugares autorizados el sacrificio, preparación, manejo, 

almacenamiento, traslado, depósito o disposición de animales, canales, productos, subproductos, 

residuos o materiales relacionados con el servicio. 

III. Habilitar, utilizar o permitir inmuebles, predios, patios, corrales, bodegas, instalaciones improvisadas, 

clandestinas o insalubres para actividades propias del rastro municipal. 

IV. Introducir, retirar, manejar, almacenar o disponer animales, productos, subproductos, residuos, 

materiales, herramientas o instrumentos fuera de las áreas, horarios, turnos o condiciones autorizadas 

dentro del rastro municipal. 

V. Dañar, alterar, obstruir, retirar, modificar o utilizar indebidamente instalaciones, corrales, áreas de 

trabajo, drenajes, equipos, herramientas, depósitos, registros, vehículos o bienes del rastro municipal. 

VI. Depositar, abandonar, verter o mantener residuos, líquidos, restos, subproductos, materiales o sustancias 

fuera de las áreas destinadas para ello. 

VII. Omitir la limpieza, retiro, resguardo, devolución, conservación o restitución de áreas, equipos, 

herramientas, materiales o instalaciones utilizados con motivo del servicio. 

VIII. Impedir u obstaculizar la administración, inspección, verificación, limpieza, mantenimiento, registro, 

control de ingreso, control de salida o medidas dictadas por la autoridad municipal en el rastro. 

IX. Realizar cobros, apartados, gestiones, servicios o aprovechamientos dentro del rastro municipal sin 

autorización de autoridad competente. 

X. Incumplir reglas de uso, acceso, permanencia, limpieza, conservación, horarios, turnos o funcionamiento 

establecidas para el rastro municipal. 

 

Capítulo IV 

De la clasificación de las infracciones administrativas 
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Artículo 167. Las infracciones administrativas previstas en este Bando se clasificarán en leves, medias, 

graves y calificadas, atendiendo al bien jurídico protegido, la naturaleza de la conducta, la afectación o riesgo 

producido, la forma de intervención de la persona responsable y las circunstancias concretas de ejecución. 

 

La clasificación prevista en este Capítulo servirá para determinar la medida o sanción aplicable, sin 

perjuicio de que la autoridad municipal deba individualizarla conforme a los principios de proporcionalidad, 

razonabilidad, mínima intervención y responsabilidad personal. 

 

Artículo 168. Serán infracciones leves aquellas que produzcan afectaciones menores al orden municipal, 

a la convivencia social, al uso de espacios públicos, a la limpieza, a las instalaciones municipales o al 

cumplimiento de obligaciones administrativas, siempre que no exista daño relevante, riesgo grave, 

reincidencia, beneficio económico indebido, resistencia a la autoridad o afectación directa a derechos de 

terceros. 

 

Se considerarán infracciones leves, salvo que por sus circunstancias se actualice una clasificación superior, 

las previstas en los artículos 153, fracciones I, V y VII; 154, fracciones V, VI y VIII; 155, fracciones I, III, IV, 

V, VI y VIII; 157, fracciones I, II, IV y VIII; 158, fracciones II, IV, IX y X; 159, fracciones IV, V y X; 161, 

fracciones I, II, IV, VII y VIII; 163, fracciones I, II, V, VI y VII; 164, fracciones V, VI y X; 165, fracciones III, 

IV, V y VIII; y 166, fracciones I, VI, VII, VIII y X. 

 

Artículo 169. Serán infracciones medias aquellas que afecten de manera relevante servicios públicos, 

bienes de uso común, instalaciones municipales, autorizaciones, funcionamiento de establecimientos, obras, 

panteones, mercados, centrales de abasto, tianguis, rastro municipal o actos de autoridad, sin llegar a producir 

daño grave, riesgo alto o afectación sustancial al orden público municipal. 

 

Se considerarán infracciones medias, salvo que por sus circunstancias se actualice una clasificación 

superior, las previstas en los artículos 153, fracciones IV, VI, VIII y IX; 154, fracciones II, III, IV y VII; 155, 

fracciones II y VII; 156, fracciones I, II, IV, V y VII; 157, fracciones III, V, VI y VII; 158, fracciones I, III, V, 

VI, VII y VIII; 159, fracciones I, II, III, VII, VIII y IX; 160, fracciones I, II, III, V, VI, VII y VIII; 161, fracciones 

III, V y VI; 162, fracciones I, II, V y VI; 163, fracciones III, IV y VIII; 164, fracciones I, II, III, IV, VII, VIII y 

IX; 165, fracciones I, II, VI y VII; y 166, fracciones II, IV, V y IX. 

 

Artículo 170. Serán infracciones graves aquellas que impliquen violencia, amenaza, daño relevante a 

bienes municipales o infraestructura pública, afectación sustancial a servicios públicos, obstaculización grave 

de actos de autoridad, uso indebido de identidad institucional, falsificación o alteración de documentos 

municipales, funcionamiento clandestino de actividades sujetas a control municipal, o riesgo grave a la salud, 

integridad, seguridad, patrimonio o derechos de las personas. 

 

Se considerarán infracciones graves las previstas en los artículos 153, fracciones II y III; 154, fracción I; 

156, fracciones III y VI; 160, fracción IV; 162, fracciones III, IV y VII; y 166, fracción III.  

 

También se calificarán como graves las infracciones medias cuando se acredite plenamente que, por su 

forma de ejecución o consecuencias, produjeron daño relevante a bienes municipales, afectación sustancial a 

la continuidad o funcionamiento de servicios públicos, riesgo grave para la integridad o salud de las personas, 

afectación patrimonial directa a terceros, obstaculización grave o resistencia activa frente a una medida de 

autoridad municipal, o beneficio económico indebido derivado del uso, explotación, cesión, cobro o 

aprovechamiento no autorizado de bienes, servicios, espacios o instalaciones municipales. 
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Artículo 171. Serán infracciones calificadas aquellas que, además de actualizar una infracción grave, 

concurran con una o más de las circunstancias siguientes: 

 

I. Reincidencia en infracciones de la misma naturaleza. 

II. Ejecución mediante violencia, amenaza, intimidación, abuso de autoridad, aprovechamiento de 

necesidad o engaño. 

III. Participación organizada de dos o más personas para ejecutar, facilitar u ocultar la infracción. 

IV. Obtención de beneficio económico indebido o aprovechamiento lucrativo de bienes, servicios, espacios 

o instalaciones municipales. 

V. Daño relevante al patrimonio municipal, infraestructura pública, servicios públicos o bienes de uso 

común. 

VI. Afectación directa a niñas, niños, adolescentes, personas mayores, personas con discapacidad, víctimas 

o personas en situación de vulnerabilidad. 

VII. Obstaculización grave de servicios públicos, actos de autoridad, inspecciones, verificaciones, medidas 

administrativas o atención de emergencias. 

VIII. Continuación de la conducta después de orden, suspensión, clausura, retiro, aseguramiento, 

requerimiento o medida expresa de autoridad competente. 

IX. Uso, elaboración, alteración o exhibición de documentos, sellos, permisos, licencias, constancias, 

identificaciones o medios de representación municipal falsos, alterados o no autorizados.  

X. Realización de la conducta en lugares, horarios o circunstancias que incrementen sustancialmente el 

riesgo, daño o afectación producida. 

 

Artículo 172. Cuando una conducta actualice más de un supuesto de infracción previsto en este Bando, 

deberá aplicarse preferentemente el tipo administrativo que describa de manera más específica la conducta 

realizada y el bien jurídico principalmente afectado. 

 

En ningún caso podrán imponerse sanciones acumuladas por los mismos hechos cuando exista identidad 

de persona responsable, conducta y fundamento sancionador. Si de una misma conducta derivan afectaciones 

administrativas distintas, la autoridad deberá precisar cuál es la infracción principal y, en su caso, valorar las 

demás circunstancias únicamente para la individualización de la sanción, sin duplicar el castigo. 

 

La autoridad municipal deberá fundar y motivar la clasificación adoptada, precisando los hechos 

acreditados, el tipo administrativo aplicable, la forma de intervención de la persona responsable, el bien jurídico 

afectado y las razones por las que la conducta se ubica en la categoría correspondiente. 

 

Artículo 173. La clasificación de la infracción no impedirá que la autoridad municipal dicte las medidas 

administrativas que resulten procedentes para hacer cesar la conducta, prevenir daños, retirar obstáculos, 

restituir el orden municipal, proteger bienes o servicios públicos, preservar derechos de terceros o evitar que la 

afectación continúe. 

 

Dichas medidas deberán sujetarse a las reglas previstas en el capítulo correspondiente de este Título y no 

tendrán carácter sancionador cuando su finalidad sea preventiva, correctiva, restitutoria, provisional o de 

seguridad. 

 

Capítulo V 

De las medidas preventivas, correctivas y de restitución 
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Artículo 174. Las medidas administrativas previstas en este Capítulo tendrán por objeto prevenir daños, 

hacer cesar conductas irregulares, retirar obstáculos, conservar bienes o servicios públicos, restituir el orden 

municipal, proteger derechos de terceros o evitar que una afectación continúe. 

 

Estas medidas no tendrán carácter sancionador cuando su finalidad sea preventiva, correctiva, restitutoria, 

provisional o de conservación, sin perjuicio de la sanción que, en su caso, corresponda imponer mediante el 

procedimiento respectivo. 

 

Artículo 175. Las medidas administrativas deberán ser idóneas, necesarias y proporcionales, y limitarse 

al tiempo, lugar, objeto y alcance estrictamente indispensables para cumplir su finalidad. 

 

La autoridad municipal deberá fundar y motivar la medida, precisando los hechos que la justifican, la 

afectación o riesgo que se pretende prevenir o corregir, la norma aplicable, la autoridad competente y las 

condiciones para su cumplimiento. 

 

Artículo 176. Podrán dictarse medidas preventivas cuando exista riesgo cierto de afectación al orden 

público municipal, servicios públicos, espacios públicos, bienes municipales, instalaciones, infraestructura, 

salubridad, limpieza, tranquilidad, derechos de terceros o cumplimiento de determinaciones municipales. 

 

Las medidas preventivas podrán consistir en apercibimiento, requerimiento, delimitación, restricción 

temporal de uso, retiro preventivo de objetos, suspensión provisional de actividades, resguardo preventivo de 

bienes o canalización a autoridad competente, según la naturaleza del caso. 

 

Artículo 177. Podrán dictarse medidas correctivas cuando sea necesario hacer cesar una conducta 

irregular, corregir una afectación, restituir el uso ordinario de bienes, servicios, espacios o instalaciones 

municipales, o remover las condiciones que originaron la infracción. 

 

Las medidas correctivas podrán consistir en retiro de objetos, mercancías, estructuras, residuos, animales, 

materiales o instalaciones; limpieza; reparación; restitución; regularización; adecuación; reubicación; retiro de 

anuncios; retiro de obstáculos; cumplimiento de condiciones autorizadas; o cualquier otra acción materialmente 

necesaria para restablecer el orden municipal. 

 

Artículo 178. La autoridad municipal podrá ordenar el retiro de objetos, mercancías, materiales, residuos, 

estructuras, anuncios, mobiliario, animales o cualquier elemento colocado, depositado, abandonado, instalado 

u ocupado sin autorización, cuando afecte servicios públicos, espacios públicos, bienes municipales, 

instalaciones, áreas verdes, caminos, banquetas, accesos, mercados, panteones, rastro, obras, limpieza, 

salubridad o derechos de terceros. 

 

Cuando la persona responsable no atienda el retiro dentro del plazo concedido, o cuando la permanencia 

del objeto genere una afectación inmediata, la autoridad municipal podrá ejecutarlo directamente, dejando 

constancia de los bienes retirados, condiciones en que se encontraron, lugar de resguardo y medio para su 

recuperación, cuando ésta proceda. 

 

Artículo 179. La autoridad municipal podrá ordenar medidas de limpieza, saneamiento, reparación, 

adecuación, restitución o retiro cuando una conducta haya generado residuos, escombro, deterioro, obstrucción, 

afectación a espacios públicos, bienes municipales, infraestructura, instalaciones, áreas verdes, servicios 

públicos o derechos de terceros. 
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Si la persona responsable no cumple la medida ordenada, la autoridad municipal podrá ejecutarla 

directamente o por conducto de terceros, sin perjuicio de exigir el pago de los gastos generados conforme a las 

disposiciones aplicables. 

 

Artículo 180. La suspensión provisional de actividades, obras, usos, aprovechamientos, establecimientos, 

giros, servicios, instalaciones o intervenciones materiales procederá cuando su continuación pueda generar o 

prolongar una afectación al orden público municipal, servicios públicos, bienes municipales, espacios públicos, 

salubridad, limpieza, actos de autoridad, infraestructura municipal o derechos de terceros.  

 

La suspensión deberá limitarse al objeto directamente relacionado con la afectación o riesgo que la motive 

y subsistirá sólo mientras permanezcan las causas que la originaron o hasta que la autoridad competente 

resuelva lo conducente. 

 

Artículo 181. La clausura provisional podrá dictarse respecto de establecimientos, giros, obras, 

actividades, instalaciones, aprovechamientos o espacios sujetos a control municipal, cuando operen sin 

autorización, contravengan condiciones esenciales de funcionamiento, continúen pese a suspensión previa, 

impidan la verificación municipal o generen afectación grave al orden público municipal, servicios públicos, 

bienes municipales, espacios públicos, salubridad, limpieza o derechos de terceros. 

 

La clausura deberá constar en acta circunstanciada, señalar el lugar, actividad o área clausurada, expresar 

las razones de la medida, identificar a la autoridad actuante y colocar los sellos o avisos correspondientes 

cuando ello resulte materialmente posible. 

 

Artículo 182. El resguardo preventivo procederá respecto de bienes, objetos, documentos, mercancías, 

materiales, instrumentos, estructuras, animales o elementos directamente relacionados con una infracción 

administrativa, cuando sea necesario para evitar la continuación de la conducta, preservar elementos de 

verificación, prevenir daños, proteger bienes municipales o garantizar la ejecución de una medida 

administrativa. 

 

El resguardo deberá constar en acta, con descripción suficiente de los bienes, estado en que se encuentran, 

motivo de la medida, lugar de depósito o resguardo y condiciones para su devolución, cuando ésta proceda. 

 

Artículo 183. En casos urgentes, la autoridad municipal competente podrá dictar y ejecutar medidas 

inmediatas cuando exista riesgo inminente de daño a personas, servicios públicos, bienes municipales, espacios 

públicos, salubridad, limpieza, instalaciones, infraestructura o derechos de terceros. 

 

La medida urgente deberá documentarse tan pronto como sea posible mediante acta, informe o constancia 

administrativa, precisando las razones de urgencia, los hechos observados, la medida ejecutada, la autoridad 

interviniente y sus efectos inmediatos. 

 

Artículo 184. Las medidas administrativas deberán levantarse, modificarse o dejarse sin efectos cuando 

desaparezcan las causas que las motivaron, se cumplan las condiciones impuestas, se acredite la regularización 

correspondiente o la autoridad determine que ya no resultan necesarias. 

 

La persona interesada podrá solicitar el levantamiento o modificación de la medida, aportando los 

elementos que acrediten el cumplimiento de las condiciones ordenadas o la desaparición de la causa que la 

originó. 
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Artículo 185. La privación temporal de la libertad en materia administrativa sólo podrá actualizarse en 

los casos expresamente permitidos por la Constitución, este Bando y las disposiciones aplicables, y deberá 

distinguirse entre la presentación inmediata por flagrancia administrativa y el arresto administrativo impuesto 

como sanción. 

 

La presentación inmediata por flagrancia administrativa procederá únicamente cuando una persona sea 

sorprendida al momento de realizar una infracción administrativa o inmediatamente después de haberla 

cometido, siempre que resulte necesario hacer cesar la conducta, preservar el orden público municipal, proteger 

a personas, bienes, servicios públicos, espacios o instalaciones municipales, o ponerla sin demora a disposición 

de la autoridad competente para la calificación correspondiente. 

 

La presentación inmediata por flagrancia administrativa no tendrá carácter sancionador y deberá limitarse 

al tiempo estrictamente indispensable para el traslado, registro, valoración inicial y puesta a disposición de la 

autoridad competente. En ningún caso podrá utilizarse como castigo anticipado, medio de presión, 

incomunicación o sustituto del procedimiento administrativo. 

 

Cuando, derivado del procedimiento correspondiente, se imponga arresto administrativo como sanción, 

el tiempo de privación material de la libertad que la persona haya resentido con motivo de la presentación 

inmediata deberá computarse para efectos del cumplimiento de la sanción, siempre que derive de los mismos 

hechos. 

 

Toda presentación inmediata deberá documentarse mediante constancia o parte informativo que precise 

la hora, lugar, motivo, hechos observados, autoridad interviniente, condiciones de la persona presentada, 

autoridad ante la que se pone a disposición y hora de recepción. 

 

Capítulo VI 

De las sanciones administrativas 

 

Artículo 186. Las sanciones administrativas tendrán por objeto reprochar la infracción acreditada, inhibir 

su repetición, restablecer la observancia del orden municipal y proteger los bienes jurídicos tutelados por este 

Bando. 

 

Sólo podrán imponerse mediante resolución fundada y motivada, previa substanciación del procedimiento 

correspondiente y una vez acreditada la existencia de la infracción, la intervención de la persona responsable y 

la inexistencia de causa que excluya la responsabilidad. 

 

Artículo 187. Las sanciones administrativas aplicables por infracciones a este Bando serán: 

 

I. Amonestación; 

II. Multa; 

III. Trabajo en favor de la comunidad; 

IV. Arresto administrativo hasta por treinta y seis horas; 

V. Suspensión temporal de actividades, giros, obras, usos, aprovechamientos o autorizaciones; 

VI. Clausura temporal o definitiva, en los casos procedentes; 

VII. Cancelación, revocación o pérdida de efectos de autorizaciones, permisos, licencias, constancias o 

registros municipales; y 

VIII. Las demás previstas en este Bando, reglamentos municipales o disposiciones administrativas aplicables. 
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Artículo 188. La autoridad municipal deberá individualizar la sanción atendiendo a la clasificación de la 

infracción, gravedad de la conducta, daño o riesgo producido, bien jurídico afectado, forma de intervención, 

beneficio obtenido, condiciones personales y económicas de la persona infractora, reincidencia, reparación 

voluntaria, colaboración con la autoridad y demás circunstancias acreditadas en el procedimiento. 

 

La sanción deberá ser proporcional, razonable y necesaria, sin exceder los límites previstos por este Bando 

y demás disposiciones aplicables. 

 

Artículo 189. La amonestación procederá respecto de infracciones leves, cuando la conducta no haya 

producido daño relevante, riesgo grave, beneficio económico indebido, reincidencia o afectación directa a 

derechos de terceros. 

 

La amonestación consistirá en advertencia formal a la persona infractora sobre la conducta realizada, la 

norma infringida y la obligación de abstenerse de repetirla. 

 

Artículo 190. Las multas se fijarán en Unidades de Medida y Actualización vigentes al momento de la 

imposición de la sanción. 

 

Para su determinación, la autoridad municipal deberá considerar la clasificación de la infracción, la 

capacidad económica de la persona infractora, la gravedad de la conducta, el daño o riesgo producido, el 

beneficio obtenido, la reincidencia y las demás circunstancias acreditadas en el procedimiento. 

 

Artículo 191. Las multas por infracciones administrativas previstas en este Bando se impondrán conforme 

a los siguientes rangos: 

 

I. Por infracciones leves, de 1 a 50 Unidades de Medida y Actualización; 

II. Por infracciones medias, de 51 a 150 Unidades de Medida y Actualización; 

III. Por infracciones graves, de 151 a 300 Unidades de Medida y Actualización; y 

IV. Por infracciones calificadas, de 301 a 500 Unidades de Medida y Actualización. 

 

Artículo 192. El trabajo en favor de la comunidad podrá imponerse como sanción sustitutiva o alternativa 

a la multa, cuando la naturaleza de la infracción lo permita, no exista riesgo para la persona infractora o terceros 

y resulte proporcional a la conducta cometida. 

 

Dicha sanción sólo podrá consistir en actividades de limpieza, conservación, apoyo comunitario, mejora 

de espacios públicos, orientación cívica o colaboración municipal no remunerada, sin afectar la dignidad de la 

persona sancionada ni sustituir trabajo ordinario de personas servidoras públicas. 

 

Artículo 193. El trabajo en favor de la comunidad se impondrá conforme a los siguientes rangos: 

 

I. Por infracciones leves, de 2 a 8 horas; 

II. Por infracciones medias, de 9 a 24 horas; 

III. Por infracciones graves, de 25 a 48 horas; y 

IV. Por infracciones calificadas, de 49 a 72 horas. 

 

El trabajo en favor de la comunidad deberá ejecutarse en jornadas compatibles con la edad, salud, 

ocupación, estudios y condiciones personales de la persona sancionada. En ningún caso podrá consistir en 
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actividades peligrosas, degradantes, humillantes, insalubres, discriminatorias o ajenas a la finalidad cívica, 

comunitaria o restitutoria de la sanción. 

 

Artículo 194. El trabajo en favor de la comunidad requerirá consentimiento expreso de la persona 

infractora. En caso de no otorgarse, la autoridad municipal impondrá la sanción que corresponda conforme a 

este Bando. 

 

La resolución deberá precisar la actividad, duración, lugar, horario, autoridad responsable de supervisar 

su cumplimiento y condiciones necesarias para su ejecución. 

 

Artículo 195. Cuando la persona sancionada incumpla injustificadamente el trabajo en favor de la 

comunidad, la autoridad municipal dejará sin efectos la sustitución o alternativa concedida y hará exigible la 

sanción originalmente aplicable conforme a este Bando. 

 

Antes de emitir dicha determinación, la autoridad deberá otorgar a la persona sancionada oportunidad de 

manifestar lo que a su derecho convenga y, en su caso, justificar la causa del incumplimiento. 

 

Si el trabajo en favor de la comunidad fue cumplido parcialmente, la autoridad podrá reconocer 

proporcionalmente las horas efectivamente realizadas, siempre que hayan sido verificadas por la instancia 

responsable de supervisión. 

 

El incumplimiento del trabajo en favor de la comunidad no podrá convertirse automáticamente en arresto 

administrativo, salvo que éste haya sido la sanción originalmente impuesta y resulte procedente conforme a 

este Bando. 

 

Artículo 196. El arresto administrativo como sanción sólo procederá respecto de infracciones graves o 

calificadas que afecten de manera directa el orden público municipal, la seguridad, tranquilidad, integridad de 

las personas, actos de autoridad o continuidad de servicios públicos, siempre que resulte estrictamente 

necesario y proporcional. 

 

El arresto administrativo se impondrá conforme a los siguientes rangos:  

 

I. Por infracciones graves, de 12 a 24 horas; y 

II. Por infracciones calificadas, de 25 a 36 horas. 

 

En ningún caso podrá exceder de treinta y seis horas. La autoridad deberá fundar y motivar de manera 

reforzada su imposición, expresando por qué la multa, el trabajo en favor de la comunidad u otra sanción menos 

restrictiva resultan insuficientes. 

 

Artículo 197. No procederá el arresto administrativo como sanción respecto de infracciones leves o 

medias. Tampoco procederá contra niñas, niños o adolescentes. Tratándose de personas mayores, personas con 

discapacidad, mujeres embarazadas, personas enfermas o personas en situación de vulnerabilidad, la autoridad 

deberá preferir sanciones menos restrictivas, salvo que exista riesgo inmediato para otras personas y siempre 

con respeto a su dignidad e integridad. 

 

La ejecución del arresto deberá realizarse en condiciones dignas, con registro de ingreso, duración, 

motivo, autoridad que lo ordena, estado físico de la persona sancionada y cómputo del tiempo que, en su caso, 

haya permanecido privada materialmente de la libertad por los mismos hechos. 
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Artículo 198. La suspensión temporal de actividades, giros, obras, usos, aprovechamientos o 

autorizaciones podrá imponerse como sanción cuando la infracción se relacione directamente con la actividad 

suspendida, exista incumplimiento relevante de condiciones municipales o se haya producido afectación al 

orden público, servicios públicos, bienes municipales, espacios públicos, salubridad, limpieza o derechos de 

terceros. 

 

La suspensión deberá señalar su duración, alcance, condiciones para su levantamiento y actividad o 

autorización directamente afectada. 

 

Artículo 199. La clausura temporal o definitiva sólo procederá cuando se acredite infracción grave o 

calificada vinculada con establecimientos, giros, obras, instalaciones, actividades o aprovechamientos sujetos 

a control municipal, y resulte necesaria por operación sin autorización, incumplimiento grave de condiciones, 

reincidencia, continuación de actividades suspendidas o afectación relevante al orden municipal, servicios 

públicos, bienes municipales, salubridad, limpieza o derechos de terceros. 

 

La clausura definitiva tendrá carácter excepcional y deberá fundarse en la imposibilidad jurídica o material 

de corregir la afectación, en la reincidencia grave o en la continuidad de actividades que no puedan operar 

válidamente conforme a la normativa municipal. 

 

Artículo 200. La cancelación, revocación o pérdida de efectos de autorizaciones, permisos, licencias, 

constancias o registros municipales procederá cuando se acredite que fueron obtenidos mediante información 

falsa, documentos alterados, simulación, incumplimiento grave de condiciones, uso para fines distintos a los 

autorizados, transferencia indebida, reincidencia o continuación de la actividad pese a suspensión o clausura.  

 

La resolución deberá precisar el acto administrativo afectado, la causa legal, los hechos acreditados y los 

efectos de la cancelación, revocación o pérdida de efectos. 

 

Artículo 201. Cuando la infracción haya generado daño, deterioro, afectación, aprovechamiento indebido 

o gasto a cargo del Municipio, la imposición de sanciones no impedirá exigir la reparación, restitución, 

reposición, limpieza, retiro, pago de gastos o recuperación de bienes conforme a las disposiciones aplicables. 

 

Estas obligaciones tendrán naturaleza restitutoria o resarcitoria y no constituirán doble sanción. 

 

Artículo 202. En caso de reincidencia, la autoridad municipal podrá imponer la sanción dentro del rango 

superior aplicable a la clasificación de la infracción, siempre que la reincidencia se encuentre debidamente 

acreditada y guarde relación con infracciones de la misma naturaleza. 

 

Para efectos de este Bando, habrá reincidencia cuando la persona haya sido sancionada mediante 

resolución firme por una infracción de la misma naturaleza dentro del año anterior a la comisión de la nueva 

infracción. 

 

Artículo 203. Cuando una persona infractora carezca de capacidad económica suficiente para cubrir una 

multa, la autoridad municipal podrá imponer amonestación, trabajo en favor de la comunidad, reducción 

proporcional, facilidades de pago o medidas equivalentes, siempre que sean compatibles con la gravedad de la 

infracción y no exista daño grave, reincidencia o beneficio económico indebido. 

 

La falta de pago de una multa no podrá convertirse automáticamente en arresto administrativo. 
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Artículo 204. Las sanciones previstas en este Capítulo deberán imponerse sin perjuicio de las 

responsabilidades civiles, penales, administrativas, fiscales o de otra naturaleza que pudieran derivar de los 

mismos hechos, cuando correspondan a competencias, bienes jurídicos o finalidades distintas. 

 

Cuando los hechos puedan constituir delito, falta administrativa de personas servidoras públicas o 

infracción competencia de otra autoridad, la autoridad municipal dará vista a la instancia correspondiente.  

 

Título Octavo 

Del Procedimiento Administrativo Sancionador Municipal 

 

Capítulo I 

Disposiciones generales 

 

Artículo 205. El procedimiento administrativo sancionador municipal tendrá por objeto determinar si una 

conducta constituye infracción administrativa conforme a este Bando o a los reglamentos municipales 

aplicables, identificar a la persona responsable, garantizar su derecho de audiencia y defensa, valorar las 

pruebas, resolver lo conducente e imponer, en su caso, las sanciones o medidas que correspondan. 

 

Artículo 206. El procedimiento se regirá por los principios de legalidad, competencia, debido proceso, 

audiencia, defensa, contradicción, presunción de inocencia, imparcialidad, verdad material, proporcionalidad, 

razonabilidad, mínima intervención, buena fe, celeridad, economía procesal y respeto a la dignidad humana. 

 

Artículo 207. Ninguna sanción administrativa podrá imponerse sin que previamente se haya iniciado 

procedimiento, se hayan hecho saber a la persona presunta infractora los hechos atribuidos, se le haya otorgado 

oportunidad de manifestarse, ofrecer pruebas y controvertir los elementos existentes en su contra. 

 

Lo anterior no impedirá que la autoridad municipal dicte medidas preventivas, correctivas, provisionales 

o de restitución, cuando resulten necesarias para hacer cesar una afectación, prevenir daños, conservar bienes 

o servicios públicos, restituir el orden municipal o proteger derechos de terceros. 

 

Artículo 208. Las autoridades municipales deberán actuar dentro del ámbito de su competencia, con 

fundamento y motivación suficiente, dejando constancia de las actuaciones que practiquen y de los elementos 

que sustenten sus determinaciones. 

 

Las actuaciones realizadas por autoridad incompetente, sin fundamento, sin motivación o fuera de los 

casos previstos por las disposiciones aplicables no podrán servir de base para imponer sanciones. 

 

Artículo 209. En todo procedimiento administrativo sancionador deberá integrarse expediente, físico o 

electrónico, en el que consten las actuaciones practicadas, documentos, actas, informes, pruebas, citatorios, 

notificaciones, comparecencias, medidas, resoluciones y constancias de cumplimiento. 

 

El expediente deberá permitir conocer con claridad el origen del procedimiento, los hechos atribuidos, la 

persona presunta infractora, la autoridad actuante, las pruebas recabadas, las manifestaciones realizadas y la 

determinación final. 

 

Artículo 210. Las personas sujetas a procedimiento tendrán derecho a conocer los hechos que se les 

atribuyen, consultar el expediente, obtener copias conforme a las disposiciones aplicables, formular 
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manifestaciones, ofrecer pruebas, alegar lo que a su derecho convenga, recibir resolución fundada y motivada, 

y promover los medios de defensa procedentes. 

 

Cuando la persona compareciente no sepa leer, escribir, no comprenda suficientemente el idioma español, 

sea persona con discapacidad o requiera apoyo para ejercer su defensa, la autoridad municipal deberá adoptar 

medidas razonables para garantizar la comprensión del procedimiento. 

 

Artículo 211. Las actuaciones deberán practicarse en días y horas hábiles, salvo los casos de flagrancia 

administrativa, urgencia, riesgo, continuidad de la afectación, ejecución de medidas inmediatas o habilitación 

fundada y motivada por autoridad competente. 

 

La habilitación de días y horas inhábiles deberá limitarse al acto necesario y constar en el expediente.  

 

Artículo 212. Cuando los hechos puestos en conocimiento de la autoridad municipal no constituyan 

infracción administrativa, carezcan de elementos mínimos, sean notoriamente improcedentes o correspondan 

de manera exclusiva a otra autoridad, se podrá desechar, archivar o canalizar el asunto, dejando constancia 

fundada y motivada. 

 

Si los hechos pudieran constituir delito, falta administrativa de personas servidoras públicas o infracción 

competencia de autoridad estatal o federal, se dará vista o canalización a la instancia correspondiente, sin 

perjuicio de adoptar medidas urgentes dentro del ámbito municipal cuando resulte necesario. 

 

Capítulo II 

Del inicio del procedimiento 

 

Artículo 213. El procedimiento administrativo sancionador municipal podrá iniciarse de oficio, por 

denuncia, reporte ciudadano, parte informativo, acta de inspección o verificación, flagrancia administrativa, 

incumplimiento de medidas administrativas o cualquier otro medio que haga del conocimiento de la autoridad 

hechos posiblemente constitutivos de infracción. 

 

Artículo 214. La autoridad municipal competente podrá iniciar el procedimiento de oficio cuando, por 

razón de sus funciones, advierta hechos que pudieran constituir infracción administrativa conforme a este 

Bando, reglamentos municipales o disposiciones administrativas aplicables. 

 

El inicio de oficio deberá sustentarse en hechos concretos, constancias, informes, actas, registros, 

inspecciones, verificaciones o elementos objetivos que permitan identificar la conducta presuntamente 

infractora. 

 

Artículo 215. Toda persona podrá presentar denuncia o reporte ante la autoridad municipal respecto de 

hechos que pudieran constituir infracción administrativa. 

 

La denuncia o reporte deberá contener, en la medida de lo posible, la descripción de los hechos, lugar, 

fecha o referencia temporal, personas involucradas, datos de identificación o localización, medios de prueba 

disponibles y cualquier otro elemento útil para la actuación municipal. 

 

Artículo 216. La denuncia o reporte no obligará por sí mismo a imponer sanción ni a iniciar procedimiento 

cuando no existan elementos mínimos sobre la existencia de una infracción administrativa. 
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La autoridad municipal podrá requerir información adicional, practicar diligencias preliminares, canalizar 

el asunto a la autoridad competente o determinar su archivo, dejando constancia fundada y motivada. 

 

Artículo 217. Las actas de inspección, verificación o constatación deberán señalar, cuando menos, lugar, 

fecha, hora, autoridad actuante, objeto de la diligencia, hechos observados, personas presentes, manifestaciones 

realizadas, documentos exhibidos, medidas adoptadas y firma de quienes intervengan. 

 

Cuando alguna persona se niegue a firmar, no pueda hacerlo o se retire de la diligencia, se hará constar tal 

circunstancia, sin que ello afecte por sí mismo la validez del acta. 

 

Artículo 218. Los partes informativos deberán precisar la autoridad o persona servidora pública que los 

emite, fecha, hora, lugar, hechos observados, datos de identificación de la persona presunta infractora cuando 

se conozcan, medidas adoptadas, personas afectadas o testigos si los hubiere, y demás circunstancias relevantes. 

 

El parte informativo no hará prueba plena por sí mismo; deberá valorarse junto con los demás elementos 

que obren en el expediente. 

 

Artículo 219. Cuando existan elementos suficientes para considerar que los hechos pudieran constituir 

infracción administrativa, la autoridad competente emitirá acuerdo de inicio del procedimiento. 

 

El acuerdo deberá contener, cuando menos: 

 

I. Autoridad que lo emite; 

II. Datos de identificación de la persona presunta infractora, cuando se conozcan; 

III. Relación clara de los hechos atribuidos; 

IV. Disposición presuntamente infringida; 

V. Medios o constancias que motivan el inicio; 

VI. Medidas administrativas dictadas, en su caso; 

VII. Citación a la persona presunta infractora para que comparezca, manifieste lo que a su derecho convenga 

y ofrezca pruebas; y 

VIII. Firma de la autoridad competente. 

 

Artículo 220. Si al momento de iniciar el procedimiento no se conoce con precisión la identidad de la 

persona presunta infractora, la autoridad podrá realizar las diligencias necesarias para su identificación, siempre 

que existan elementos objetivos sobre la posible infracción. 

 

Una vez identificada la persona, deberá hacérsele saber el contenido del acuerdo de inicio y otorgársele 

oportunidad de defensa. 

 

Artículo 221. Las diligencias preliminares tendrán por objeto verificar hechos, identificar personas, 

recabar documentos, constatar condiciones materiales, preservar elementos relacionados con la infracción o 

determinar si procede iniciar procedimiento. 

 

Dichas diligencias no podrán utilizarse para imponer sanción sin que previamente se otorgue garantía de 

audiencia a la persona presunta infractora. 
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Artículo 222. Cuando de los hechos se advierta la posible actualización de distintas infracciones 

municipales, la autoridad podrá acumularlas en un solo procedimiento cuando exista identidad o conexión de 

personas, hechos, lugar, tiempo, objeto o medios de prueba. 

 

La acumulación deberá fundarse y motivarse, y no podrá tener como efecto duplicar sanciones por los 

mismos hechos. 

 

Artículo 223. El acuerdo de inicio interrumpirá la prescripción de la facultad sancionadora, conforme a 

los plazos previstos en este Bando o en las disposiciones aplicables. 

 

La interrupción sólo surtirá efectos respecto de los hechos y personas comprendidas en el acuerdo de 

inicio o en las ampliaciones que legalmente se emitan. 

 

Capítulo III 

De las actuaciones, plazos y expediente 

 

Artículo 224. Las actuaciones del procedimiento deberán practicarse por autoridad competente, constar 

por escrito o en medio autorizado, incorporarse al expediente y expresar, cuando corresponda, fecha, hora, 

lugar, autoridad actuante, personas intervinientes, objeto de la actuación y resultado obtenido. 

 

Cuando una actuación se realice de manera inmediata por urgencia, flagrancia o necesidad operativa, 

deberá documentarse tan pronto como sea posible mediante acta, informe, constancia o registro administrativo. 

 

Artículo 225. Los plazos se computarán en días hábiles, salvo disposición expresa en contrario o cuando 

se trate de flagrancia administrativa, medidas urgentes, presentación inmediata o actos que por su naturaleza 

deban practicarse sin demora. 

 

La autoridad municipal podrá habilitar días y horas inhábiles cuando exista causa justificada, debiendo 

dejar constancia fundada y motivada en el expediente. 

 

Artículo 226. En todo procedimiento deberá integrarse expediente físico o electrónico, en el que se 

incorporen, en orden lógico o cronológico, las actuaciones, promociones, pruebas, notificaciones, medidas, 

resoluciones y constancias de cumplimiento. 

 

El expediente deberá permitir conocer con claridad el origen del procedimiento, los hechos atribuidos, la 

persona presunta infractora, las pruebas recabadas, las manifestaciones realizadas y la determinación final.  

 

Artículo 227. Las personas sujetas a procedimiento tendrán derecho a consultar el expediente y obtener 

copias conforme a las disposiciones aplicables, salvo información reservada, confidencial o legalmente 

protegida. 

 

La consulta del expediente deberá garantizar el derecho de defensa, sin comprometer datos personales, 

derechos de terceros o información protegida por la normativa aplicable. 

 

Artículo 228. La autoridad municipal podrá acumular, desglosar o reponer constancias cuando resulte 

necesario para ordenar el procedimiento, evitar resoluciones contradictorias, remitir actuaciones a autoridad 

competente o preservar la integridad del expediente. 
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Dichas determinaciones deberán fundarse y motivarse, sin afectar el derecho de defensa ni duplicar 

sanciones por los mismos hechos. 

 

Capítulo IV 

De las notificaciones, citatorios y comparecencias 

 

Artículo 229. Las notificaciones y citatorios deberán practicarse por los medios legalmente permitidos, 

dejando constancia en el expediente de la fecha, hora, forma de notificación, persona con quien se entendió la 

diligencia y documento entregado o puesto a disposición. 

 

Las notificaciones deberán permitir que la persona interesada conozca oportunamente el acto, 

requerimiento, citatorio, medida o resolución correspondiente. 

 

Artículo 230. El citatorio deberá señalar, cuando menos, autoridad que lo emite, nombre de la persona 

citada cuando se conozca, expediente o asunto, hechos o motivo de la comparecencia, lugar, fecha y hora en 

que deberá presentarse, consecuencias de la incomparecencia y firma de la autoridad competente. 

 

Cuando la persona citada requiera intérprete, apoyo de comunicación, asistencia por discapacidad o 

medidas razonables para comparecer, la autoridad municipal deberá procurar las condiciones necesarias para 

garantizar su participación. 

 

Artículo 231. La notificación personal será preferente cuando se trate del acuerdo de inicio, citatorio a 

audiencia, imposición de medidas que afecten directamente a una persona, resolución definitiva o actos que 

puedan producir afectación relevante a derechos o intereses de la persona interesada. 

 

Cuando no sea posible practicar notificación personal, podrán utilizarse los medios previstos por las 

disposiciones aplicables, siempre que se deje constancia de las diligencias realizadas y se garantice, en la 

medida posible, el conocimiento del acto. 

 

Artículo 232. La comparecencia podrá realizarse personalmente, por conducto de representante o 

mediante persona autorizada, cuando la naturaleza del acto lo permita. 

 

En la comparecencia se hará constar la identidad de la persona compareciente, el carácter con que actúa, 

sus manifestaciones, documentos exhibidos, pruebas ofrecidas y cualquier circunstancia relevante para el 

procedimiento. 

 

Artículo 233. La incomparecencia injustificada no impedirá la continuación del procedimiento, siempre 

que la persona haya sido legalmente citada. 

 

La autoridad deberá resolver con base en las constancias del expediente, sin presumir responsabilidad por 

la sola incomparecencia. 

 

Capítulo V 

De la flagrancia administrativa y presentación inmediata 

 

Artículo 234. Habrá flagrancia administrativa cuando una persona sea sorprendida al momento de realizar 

una conducta prevista como infracción administrativa o inmediatamente después de haberla cometido, siempre 

que existan datos objetivos que permitan vincularla con los hechos. 
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La sola presencia en el lugar, la apariencia, condición social, forma de vestir, pertenencia comunitaria, 

actividad económica o señalamiento genérico de terceros no bastarán para tener por acreditada la flagrancia.  

 

Artículo 235. En casos de flagrancia administrativa, la autoridad municipal podrá hacer cesar la conducta, 

adoptar las medidas inmediatas necesarias y presentar sin demora a la persona ante la autoridad competente 

para la calificación correspondiente, cuando ello resulte necesario por la naturaleza de los hechos. 

 

La presentación inmediata sólo procederá cuando sea indispensable para preservar el orden público 

municipal, proteger personas, bienes, servicios públicos, espacios o instalaciones municipales, impedir la 

continuación de la conducta o asegurar la comparecencia inmediata ante la autoridad competente. 

 

Artículo 236. La presentación inmediata no tendrá carácter sancionador ni podrá utilizarse como castigo 

anticipado, medio de presión, incomunicación o sustituto del procedimiento administrativo. 

 

La autoridad interviniente deberá limitar su actuación al tiempo estrictamente necesario para el cese de la 

conducta, traslado, registro y puesta a disposición de la autoridad competente. 

 

Artículo 237. Toda presentación inmediata deberá documentarse mediante parte informativo, acta o 

constancia, en la que se precise lugar, fecha, hora, hechos observados, motivo de intervención, autoridad 

interviniente, datos de la persona presentada cuando se conozcan, condiciones en que se realizó la presentación 

y hora de puesta a disposición. 

 

La persona presentada deberá ser informada, de manera clara, sobre el motivo de la intervención y la 

autoridad ante la cual será puesta a disposición. 

 

Artículo 238. La autoridad competente deberá calificar la situación de la persona presentada con 

prontitud, verificando la legalidad de la intervención, la existencia de datos sobre la infracción administrativa 

y la necesidad de mantener alguna medida o continuar el procedimiento. 

 

Si no existen elementos suficientes, si la conducta no constituye infracción administrativa o si la 

presentación resulta injustificada, deberá ordenarse la libertad inmediata, sin perjuicio de la canalización que 

corresponda. 

 

Artículo 239. Cuando de los mismos hechos derive arresto administrativo como sanción, el tiempo de 

privación material de la libertad resentido con motivo de la presentación inmediata deberá computarse para 

efectos del cumplimiento de la sanción. 

 

La autoridad deberá dejar constancia del tiempo transcurrido desde la presentación material de la persona 

hasta la resolución que corresponda. 

 

Capítulo VI 

De la audiencia 

 

Artículo 240. La audiencia tendrá por objeto hacer saber a la persona presunta infractora los hechos que 

se le atribuyen, recibir sus manifestaciones, admitir y desahogar las pruebas procedentes, valorar la posibilidad 

de solución inmediata cuando corresponda y dejar el procedimiento en estado de resolución. 
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Artículo 241. Al inicio de la audiencia, la autoridad municipal deberá identificar a la persona 

compareciente, precisar el carácter con que actúa, explicar de manera clara los hechos atribuidos, señalar la 

disposición presuntamente infringida y hacerle saber sus derechos dentro del procedimiento. 

 

Cuando la persona no comprenda suficientemente el idioma español, tenga discapacidad o requiera apoyo 

para participar, la autoridad deberá adoptar medidas razonables para garantizar su comprensión y defensa.  

 

Artículo 242. La persona presunta infractora podrá manifestar lo que a su derecho convenga, ofrecer 

pruebas, exhibir documentos, solicitar el desahogo de diligencias pertinentes y formular alegaciones antes de 

que se emita resolución. 

 

La autoridad deberá recibir dichas manifestaciones y resolver sobre la admisión de pruebas conforme a su 

pertinencia, utilidad, licitud y relación con los hechos materia del procedimiento. 

 

Artículo 243. Cuando la naturaleza de la infracción lo permita y no exista afectación grave al orden 

público municipal, servicios públicos, bienes municipales, derechos de terceros, reincidencia o violencia, la 

autoridad podrá procurar una solución inmediata, conciliatoria o restaurativa. 

 

El acuerdo que se alcance deberá constar por escrito, precisar obligaciones, plazos y condiciones de 

cumplimiento, y podrá dar lugar al archivo del procedimiento una vez cumplido. 

 

Artículo 244. Si la persona presunta infractora no comparece a la audiencia, pese a estar legalmente 

citada, la autoridad podrá continuar el procedimiento con base en las constancias del expediente. 

 

La incomparecencia no implicará por sí misma aceptación de los hechos ni presunción de responsabilidad. 

 

Artículo 245. De toda audiencia deberá levantarse acta o constancia en la que se asienten lugar, fecha, 

hora, autoridad que interviene, personas comparecientes, hechos expuestos, manifestaciones realizadas, 

pruebas ofrecidas o desahogadas, acuerdos adoptados y cierre de la actuación. 

 

El acta deberá agregarse al expediente y, cuando sea posible, firmarse por quienes hayan intervenido. La 

negativa o imposibilidad de firma deberá hacerse constar sin afectar por sí misma la validez de la actuación. 

 

Capítulo VII 

De las pruebas 

 

Artículo 246. En el procedimiento administrativo sancionador serán admisibles todos los medios de 

prueba lícitos que resulten pertinentes y útiles para esclarecer los hechos, acreditar o desvirtuar la infracción, 

determinar la intervención de la persona presunta infractora o valorar la procedencia de medidas y sanciones. 

 

Podrán admitirse, entre otros, documentos, informes de autoridad, actas administrativas, inspecciones, 

fotografías, videos, registros electrónicos, testimonios, manifestaciones de partes, dictámenes, presunciones y 

demás elementos compatibles con la naturaleza del procedimiento. 

 

Artículo 247. La autoridad municipal desechará las pruebas notoriamente impertinentes, innecesarias, 

ilícitas, inconducentes, dilatorias o que no guarden relación con los hechos materia del procedimiento. 
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Artículo 248. Cuando se ofrezca prueba a cargo de una autoridad administrativa, ésta se desahogará 

mediante informe por oficio, en el que la autoridad requerida deberá pronunciarse de manera clara y precisa 

sobre los hechos, actos, constancias, registros o antecedentes materia del requerimiento. 

 

El informe deberá rendirse dentro del plazo que señale la autoridad instructora y agregarse al expediente 

para conocimiento de las partes. Su valoración se realizará atendiendo a su contenido, competencia de la 

autoridad emisora, soporte documental, congruencia con las constancias del expediente y demás elementos 

probatorios. 

 

Artículo 249. La carga de acreditar la existencia de la infracción, la intervención de la persona presunta 

infractora, la afectación o riesgo producido y la procedencia de la sanción corresponderá a la autoridad 

municipal. 

 

La persona presunta infractora no estará obligada a probar su inocencia, sin perjuicio de su derecho a 

ofrecer pruebas, formular manifestaciones y controvertir los elementos existentes en el expediente.  

 

Artículo 250. Las actas, partes informativos, reportes, inspecciones o constancias elaboradas por 

autoridad municipal deberán valorarse conforme a su contenido, circunstancias de elaboración, competencia 

de quien las emite, precisión de los hechos asentados y demás pruebas que obren en el expediente. 

 

Ninguna constancia de autoridad hará prueba plena de responsabilidad administrativa por sí sola, si no se 

encuentra vinculada con otros elementos suficientes o si no permite acreditar razonablemente los hechos y la 

intervención atribuida. 

 

Artículo 251. Las fotografías, videos, grabaciones, registros electrónicos, mensajes, capturas de pantalla 

o publicaciones digitales podrán ser valorados cuando permitan identificar su origen, contenido, fecha, 

contexto, integridad o relación con los hechos materia del procedimiento. 

 

Cuando existan dudas razonables sobre su autenticidad, edición, alteración, contexto o correspondencia 

con los hechos, la autoridad deberá valorarlas con cautela y, en su caso, requerir elementos adicionales de 

corroboración. 

 

Artículo 252. Las pruebas deberán valorarse de manera conjunta, racional y conforme a las reglas de la 

lógica, la experiencia, la sana crítica y la verdad material. 

 

La resolución deberá expresar las razones por las que los medios de prueba generan o no convicción 

respecto de los hechos, la intervención atribuida, la actualización del tipo administrativo y la responsabilidad 

de la persona presunta infractora. 

 

Artículo 253. No podrán valorarse pruebas obtenidas mediante violencia, amenaza, engaño, coacción, 

incomunicación, violación de derechos fundamentales, invasión indebida de domicilio, intervención ilegal de 

comunicaciones o cualquier otro medio ilícito. 

 

La exclusión de una prueba ilícita no impedirá valorar otros elementos independientes y lícitamente 

obtenidos, siempre que no deriven directamente de aquélla. 

 

Capítulo VIII 

De la resolución 
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Artículo 254. Concluida la audiencia y desahogadas las pruebas admitidas, la autoridad municipal emitirá 

la resolución que corresponda, conforme a las constancias del expediente y a las disposiciones aplicables.  

 

La resolución podrá declarar la inexistencia de la infracción, la falta de responsabilidad de la persona 

presunta infractora, el archivo del procedimiento, la imposición de sanciones, la adopción de medidas 

administrativas o cualquier otra determinación procedente dentro del ámbito de competencia municipal. 

 

Artículo 255. La resolución deberá constar por escrito y contener, cuando menos: 

 

I. Autoridad que la emite; 

II. Nombre de la persona presunta infractora o datos disponibles para su identificación; 

III. Antecedentes relevantes del procedimiento; 

IV. Relación clara de los hechos materia del procedimiento; 

V. Valoración de las pruebas; 

VI. Determinación sobre la existencia o inexistencia de la infracción; 

VII. Precisión del tipo administrativo aplicable, cuando se tenga por acreditada la infracción; 

VIII. Determinación sobre la intervención y responsabilidad de la persona infractora;  

IX. Clasificación de la infracción; 

X. Individualización de la sanción o medida que corresponda; 

XI. Plazo, forma y condiciones de cumplimiento; 

XII. Medios de defensa procedentes; y 

XIII. Firma de la autoridad competente. 

 

Artículo 256. La resolución deberá estar debidamente fundada y motivada. Para imponer sanción, la 

autoridad deberá precisar los hechos acreditados, las pruebas que los sustentan, la conducta realizada, la 

disposición infringida, la forma de intervención de la persona responsable, la clasificación de la infracción y 

las razones que justifican la sanción impuesta. 

 

Cuando no se acrediten los hechos, la actualización del tipo administrativo, la intervención atribuida o la 

responsabilidad de la persona presunta infractora, deberá declararse la inexistencia de infracción, la falta de 

responsabilidad o el archivo del procedimiento, según corresponda. 

 

Artículo 257. La autoridad municipal deberá individualizar la sanción atendiendo a la clasificación de la 

infracción, gravedad concreta de la conducta, daño o riesgo producido, bien jurídico afectado, beneficio 

obtenido, reincidencia, condiciones personales y económicas de la persona infractora, reparación voluntaria, 

colaboración con la autoridad y demás circunstancias acreditadas. 

 

La individualización deberá justificar la elección de la sanción y, en su caso, el monto, duración, alcance 

o condiciones de cumplimiento. 

 

Artículo 258. La resolución deberá ser congruente con los hechos materia del procedimiento. No podrán 

imponerse sanciones por hechos distintos a los contenidos en el acuerdo de inicio, citatorio, acta, parte 

informativo o constancias que hayan sido oportunamente hechos del conocimiento de la persona presunta 

infractora. 
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Si durante el procedimiento se advierten hechos diversos que pudieran constituir otra infracción, la 

autoridad deberá iniciar el procedimiento correspondiente o ampliar formalmente el existente, garantizando el 

derecho de audiencia y defensa. 

 

Artículo 259. Cuando proceda imponer medidas administrativas junto con la sanción, la resolución deberá 

distinguir con claridad la naturaleza, finalidad y fundamento de cada una. 

 

Las medidas preventivas, correctivas, restitutorias o de conservación no tendrán carácter sancionador 

cuando su finalidad sea hacer cesar una afectación, reparar o restituir el orden municipal, retirar obstáculos, 

conservar bienes o servicios públicos o proteger derechos de terceros. 

 

Artículo 260. La resolución deberá notificarse a la persona interesada conforme a las reglas previstas en 

este Bando y en las disposiciones aplicables. 

 

La notificación deberá permitir conocer íntegramente la determinación, sus fundamentos, motivos, 

sanciones, medidas, plazos de cumplimiento y medios de defensa procedentes. 

 

Capítulo IX 

De la ejecución y cumplimiento 

 

Artículo 261. Las resoluciones firmes deberán cumplirse en los términos, plazos y condiciones 

establecidos por la autoridad municipal competente. 

 

La ejecución deberá limitarse a lo ordenado en la resolución, respetar la proporcionalidad de la medida o 

sanción impuesta y documentarse mediante las constancias correspondientes. 

 

Artículo 262. Las multas deberán cubrirse dentro del plazo señalado en la resolución o, en su defecto, 

dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación. 

 

La autoridad municipal podrá autorizar facilidades de pago, reducción proporcional o medidas 

equivalentes cuando se acredite insuficiencia económica, siempre que ello sea compatible con la gravedad de 

la infracción, no exista reincidencia, daño grave o beneficio económico indebido. 

 

Artículo 263. El trabajo en favor de la comunidad deberá cumplirse en los términos establecidos en la 

resolución, bajo supervisión de la autoridad municipal designada. 

 

La autoridad responsable de la supervisión deberá dejar constancia de las horas cumplidas, actividades 

realizadas, fechas, lugar de ejecución y cualquier incidencia relevante. 

 

Artículo 264. Cuando se imponga arresto administrativo como sanción, su ejecución deberá realizarse en 

condiciones dignas, por el tiempo estrictamente señalado en la resolución y sin exceder el límite constitucional 

de treinta y seis horas. 

 

La autoridad deberá llevar registro de ingreso, egreso, duración, motivo, resolución que lo ordena, estado 

físico de la persona sancionada y, en su caso, tiempo previamente computado por presentación inmediata 

derivada de los mismos hechos. 

 



47 

 
Artículo 265. La suspensión, clausura, cancelación, revocación o pérdida de efectos de autorizaciones, 

permisos, licencias, constancias o registros municipales se ejecutará conforme a los términos establecidos en 

la resolución. 

 

La autoridad deberá precisar el acto, actividad, giro, establecimiento, obra, instalación, autorización o 

aprovechamiento afectado, así como el alcance material y temporal de la ejecución. 

 

Artículo 266. Cuando la resolución ordene reparación, restitución, limpieza, retiro, reposición, pago de 

gastos, recuperación de bienes o cualquier obligación de naturaleza restitutoria o resarcitoria, la persona 

responsable deberá cumplirla dentro del plazo señalado. 

 

Si la persona responsable no cumple, la autoridad municipal podrá ejecutar la obligación directamente o 

por conducto de terceros, cuando material y legalmente sea posible, sin perjuicio de exigir el pago de los gastos 

generados conforme a las disposiciones aplicables. 

 

Artículo 267. El cumplimiento de la sanción, medida u obligación impuesta deberá hacerse constar en el 

expediente, precisando la forma, fecha, alcance y medios con los que se acredita. 

 

Cuando exista cumplimiento parcial, incumplimiento, cumplimiento defectuoso, cumplimiento en exceso, 

imposibilidad material, sustitución autorizada o modificación de condiciones, la autoridad municipal deberá 

documentarlo y resolver lo conducente. 

 

Se entenderá por cumplimiento defectuoso aquel que se realice fuera de las condiciones, calidad, plazo, 

modo, alcance o finalidad ordenados por la autoridad. Se entenderá por cumplimiento en exceso aquel que, aun 

derivado de la resolución, rebase injustificadamente lo ordenado, afecte derechos de terceros, altere bienes o 

servicios municipales, genere nuevos daños o modifique condiciones no autorizadas. 

 

La autoridad podrá tener por cumplida la obligación, requerir su corrección, ordenar ajustes, reconocer 

cumplimiento parcial, dejar sin efectos lo ejecutado indebidamente, exigir la restitución que corresponda o 

iniciar el procedimiento respectivo cuando el cumplimiento defectuoso o en exceso actualice una nueva 

infracción. 

 

Artículo 268. El incumplimiento injustificado de sanciones, medidas u obligaciones impuestas mediante 

resolución firme podrá dar lugar a la ejecución administrativa que corresponda, al inicio de nuevo 

procedimiento por infracción diversa, a la revocación de beneficios otorgados o a la vista a la autoridad 

competente, según la naturaleza del incumplimiento. 

 

Capítulo X 

De la conciliación, mediación y soluciones restaurativas 

 

Artículo 269. Cuando la naturaleza de los hechos lo permita, la autoridad municipal podrá procurar 

mecanismos de conciliación, mediación o solución restaurativa, con el objeto de reparar la afectación, restituir 

el orden municipal, prevenir la repetición de la conducta y resolver el conflicto de manera proporcional y 

pacífica. 

 

Dichos mecanismos serán voluntarios y no podrán imponerse a las partes como condición para ejercer 

derechos, formular denuncias, ofrecer pruebas o promover medios de defensa. 
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Artículo 270. La conciliación, mediación o solución restaurativa procederá preferentemente en 

infracciones leves o medias, cuando no exista violencia, amenaza, riesgo grave, reincidencia, afectación 

sustancial a servicios públicos, daño relevante a bienes municipales, interés público comprometido o derechos 

de personas en situación de vulnerabilidad que requieran protección especial. 

 

La autoridad deberá valorar la procedencia del mecanismo conforme a las circunstancias del caso y dejar 

constancia de las razones que justifiquen su admisión o improcedencia. 

 

Artículo 271. No procederán mecanismos conciliatorios o restaurativos cuando los hechos puedan 

constituir delito, violencia familiar, violencia de género, violencia política contra las mujeres en razón de 

género, afectación grave a niñas, niños o adolescentes, riesgo para la integridad de las personas, obstrucción 

grave de actos de autoridad o infracciones calificadas. 

 

En tales supuestos, la autoridad municipal deberá continuar el procedimiento, dictar las medidas que 

resulten procedentes y, en su caso, canalizar o dar vista a la autoridad competente. 

 

Artículo 272. Los acuerdos derivados de conciliación, mediación o solución restaurativa deberán constar 

por escrito y precisar, cuando corresponda, las personas obligadas, hechos materia del acuerdo, compromisos 

asumidos, forma y plazo de cumplimiento, medidas de reparación, retiro, limpieza, restitución, disculpa, 

compromiso de no repetición o cualquier otra obligación compatible con la naturaleza del asunto. 

 

La autoridad municipal deberá verificar que el acuerdo sea voluntario, lícito, posible, proporcional y que 

no afecte derechos de terceros ni el interés público municipal. 

 

Artículo 273. El cumplimiento total del acuerdo podrá dar lugar al archivo del procedimiento, cuando la 

infracción y sus efectos hayan quedado razonablemente atendidos y no resulte necesaria la imposición de 

sanción. 

 

El archivo deberá constar mediante determinación fundada y motivada, sin perjuicio de conservar las 

constancias necesarias para verificar antecedentes en caso de reincidencia o incumplimiento posterior. 

 

Artículo 274. El incumplimiento injustificado del acuerdo dejará sin efectos el beneficio de solución 

alterna y permitirá continuar el procedimiento sancionador desde la etapa que corresponda. 

 

Cuando exista cumplimiento parcial, defectuoso o en exceso, la autoridad municipal deberá documentarlo 

y resolver si procede requerir corrección, reconocer cumplimiento parcial, modificar condiciones, continuar el 

procedimiento o adoptar las medidas administrativas necesarias. 

 

Título Noveno 

Del Recurso Administrativo de Reconsideración 

 

Capítulo Único 

Disposiciones generales 

 

Artículo 275. Las personas que se consideren afectadas por actos o resoluciones emitidas por autoridades 

municipales podrán interponer recurso administrativo de reconsideración, en los términos de este Título y de 

las disposiciones aplicables. 
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El recurso tendrá por objeto revisar la legalidad, constitucionalidad y convencionalidad del acto o 

resolución impugnada. 

 

Artículo 276. El recurso administrativo de reconsideración será resuelto por el superior jerárquico de la 

autoridad que haya emitido el acto o resolución impugnada. 

 

Cuando el acto o resolución impugnada haya sido emitida por la persona titular de la Presidencia 

Municipal, el recurso será conocido y resuelto por la propia Presidencia Municipal. 

 

Cuando el acto o resolución provenga de un órgano colegiado municipal, el recurso será resuelto por el 

mismo órgano, salvo disposición expresa en contrario. 

 

Artículo 277. El recurso deberá interponerse por escrito dentro del plazo de diez días hábiles, contados a 

partir del día hábil siguiente a aquel en que surta efectos la notificación del acto o resolución impugnada. 

 

Artículo 278. El escrito de recurso deberá contener, cuando menos: 

 

I. Nombre de la persona recurrente y, en su caso, de quien promueva en su representación; 

II. Domicilio o medio autorizado para recibir notificaciones; 

III. Acto o resolución que se impugna; 

IV. Autoridad que emitió el acto o resolución; 

V. Fecha en que surtió efectos la notificación; 

VI. Hechos y agravios que sustenten la inconformidad; 

VII. Pruebas que se ofrezcan, cuando resulten procedentes; 

VIII. Solicitud de suspensión, en su caso; y 

IX. Firma de la persona recurrente o de quien legalmente la represente. 

 

Artículo 279. Si el escrito de recurso presenta omisiones formales que puedan subsanarse, la autoridad 

deberá prevenir a la persona recurrente para que las corrija dentro del plazo de tres días hábiles. 

 

La prevención no procederá cuando la omisión haga imposible identificar el acto o resolución impugnada, 

la persona recurrente o la voluntad de impugnar, ni podrá utilizarse para exigir requisitos no previstos en este 

Bando o en las disposiciones aplicables. 

 

Artículo 280. El recurso será improcedente cuando: 

 

I. Se interponga contra actos o resoluciones consentidas expresamente; 

II. Se interponga fuera del plazo legal; 

III. El acto o resolución impugnada no afecte derechos o intereses de la persona recurrente;  

IV. El acto o resolución haya sido materia de resolución firme en diverso medio de defensa;  

V. Se encuentre pendiente de resolución un medio de defensa promovido por la misma persona contra el 

mismo acto o resolución; 

VI. El acto o resolución impugnada haya quedado sin materia; o 

VII. La improcedencia derive de disposición legal aplicable. 

 

Artículo 281. La interposición del recurso no suspenderá por sí misma la ejecución del acto o resolución 

impugnada. 
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Cuando la persona recurrente solicite la suspensión, la autoridad competente deberá proveer sobre su 

procedencia en el acuerdo de admisión del recurso. 

 

La suspensión podrá concederse siempre que no se afecte el interés público, no se cause perjuicio a 

terceros y se otorgue garantía suficiente para responder por los daños o perjuicios que pudieran ocasionarse 

con motivo de la medida. 

 

La garantía será fijada por la autoridad atendiendo a la naturaleza del acto, sus posibles efectos y las 

condiciones de la persona recurrente, procurando que no haga ilusorio el acceso al recurso ni la posibilidad real 

de obtener la suspensión. 

 

Artículo 282. Presentado el recurso, la autoridad competente deberá emitir acuerdo de admisión, 

prevención o desechamiento dentro del plazo de veinticuatro horas. 

 

En el acuerdo de admisión deberá pronunciarse, en su caso, sobre la suspensión solicitada por la persona 

recurrente, así como requerir a la autoridad emisora el expediente, informe, constancias y antecedentes del acto 

o resolución impugnada. 

 

La autoridad emisora deberá remitir las constancias requeridas dentro del plazo de diez días hábiles. 

 

Artículo 283. El recurso administrativo de reconsideración será de estricto derecho y se resolverá 

conforme a la causa de pedir que se desprenda de los agravios formulados por la persona recurrente.  

 

En el recurso sólo podrán admitirse las pruebas que hayan sido ofrecidas oportunamente en el 

procedimiento de origen y que tengan relación directa con el acto o resolución impugnada. 

 

Excepcionalmente, podrán admitirse pruebas no ofrecidas previamente cuando se trate de actos 

administrativos unilaterales en los que la persona recurrente no haya tenido oportunidad real de ofrecerlas antes 

de la emisión del acto, siempre que sean lícitas, pertinentes y útiles para resolver la controversia. 

 

No se admitirán pruebas que busquen introducir hechos ajenos al acto o resolución impugnada, modificar 

la materia del procedimiento, retrasar injustificadamente la resolución o sustituir cargas procedimentales que 

debieron atenderse oportunamente. 

 

Artículo 284. La autoridad competente deberá resolver el recurso dentro del plazo de treinta días hábiles, 

contados a partir de su admisión o, en su caso, de la recepción completa del expediente y constancias necesarias 

para resolver. 

 

Artículo 285. La resolución del recurso podrá confirmar, modificar o revocar el acto o resolución 

impugnada, u ordenar la reposición del procedimiento cuando advierta violaciones que hayan afectado la 

defensa de la persona recurrente o la validez del acto administrativo. 

 

Artículo 286. La resolución del recurso deberá ser fundada, motivada y congruente con los agravios 

planteados, atendiendo a la causa de pedir que de ellos se desprenda. 

 

La autoridad revisora no podrá sustituir a la persona recurrente en la formulación de agravios ni analizar 

cuestiones ajenas al acto o resolución impugnada. 
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Artículo 287. La resolución deberá notificarse a la persona recurrente y a la autoridad emisora del acto o 

resolución impugnada, precisando sus efectos y, en su caso, la forma y plazo para su cumplimiento. 

 

Título Décimo 

De la Participación Comunitaria y Autoridades Auxiliares 

 

Capítulo I 

Disposiciones generales 

 

Artículo 288. El Municipio reconoce la participación ciudadana y comunitaria como medio de 

colaboración entre la población, las comunidades, las autoridades auxiliares y el Ayuntamiento para atender 

asuntos de interés público municipal. 

 

Artículo 289. La participación comunitaria se regirá por los principios de legalidad, buena fe, 

corresponsabilidad, inclusión, respeto a los derechos humanos, paz social y respeto a la organización interna 

de las comunidades. 

 

Artículo 290. Las personas habitantes del Municipio podrán formular solicitudes, reportes, propuestas, 

acuerdos comunitarios y acciones de colaboración relacionadas con servicios públicos, obra pública, espacios 

comunes, seguridad comunitaria no coercitiva, limpieza, caminos, alumbrado, agua, salud, cultura y demás 

asuntos de competencia municipal. 

 

Artículo 291. Las disposiciones de este Título regulan mecanismos ordinarios de participación y 

coordinación comunitaria. 

 

Cuando deba realizarse consulta previa, libre, informada, culturalmente adecuada y de buena fe, se estará 

al protocolo municipal aplicable y a las disposiciones constitucionales, convencionales y legales 

correspondientes. 

 

Artículo 292. La participación comunitaria no sustituye las atribuciones del Ayuntamiento, de la 

Presidencia Municipal, de las dependencias municipales ni de las autoridades competentes. 

 

Artículo 293. Ningún mecanismo de participación comunitaria podrá utilizarse para restringir derechos 

humanos, imponer sanciones, ejercer violencia, discriminar, afectar servicios públicos, invadir bienes públicos 

o privados, sustituir autoridades competentes o desconocer derechos de terceros. 

 

Artículo 294. Las reuniones, mesas de trabajo, asambleas informativas y demás mecanismos de 

participación podrán documentarse mediante acta, minuta o constancia cuando de ellos deriven solicitudes, 

compromisos o acciones a cargo de autoridades municipales. 

 

Capítulo II 

De las autoridades auxiliares 

 

Artículo 295. Las autoridades auxiliares municipales son las personas reconocidas por el Ayuntamiento 

para colaborar en la comunicación institucional, gestión de solicitudes, atención de asuntos comunitarios y 

coordinación con las dependencias municipales. 
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Artículo 296. Las autoridades auxiliares actuarán como enlace entre la comunidad y el Ayuntamiento, sin 

sustituir las atribuciones de la Presidencia Municipal, del Ayuntamiento, de las dependencias municipales ni 

de otras autoridades competentes. 

 

Artículo 297. Las autoridades auxiliares podrán comunicar necesidades comunitarias, remitir solicitudes, 

apoyar en convocatorias, informar situaciones de riesgo, colaborar en acciones de limpieza, conservación de 

espacios comunes, servicios públicos, protección civil comunitaria y demás asuntos de interés municipal. 

 

Artículo 298. Las autoridades auxiliares deberán conducirse con legalidad, imparcialidad, respeto a los 

derechos humanos y apego a los acuerdos válidamente adoptados por su comunidad. 

 

Artículo 299. En los pueblos y comunidades indígenas del Municipio, las funciones de autoridad 

comunitaria, tradicional o de representación interna podrán recaer en personas que también funjan como 

autoridades auxiliares municipales, cuando así resulte de sus sistemas normativos internos, acuerdos 

comunitarios o formas propias de organización. 

 

El Ayuntamiento podrá reconocer administrativamente dicha circunstancia para efectos de coordinación 

institucional, comunicación comunitaria, gestión de solicitudes, seguimiento de acuerdos y atención de asuntos 

de interés público municipal, sin que ello implique desconocer la autonomía comunitaria ni sustituir las formas 

internas de organización de cada comunidad. 

 

Artículo 300. El Ayuntamiento podrá llevar un registro administrativo de autoridades auxiliares, comités 

y enlaces comunitarios, con el objeto de facilitar la comunicación institucional, la atención de solicitudes y la 

coordinación de acciones municipales. 

 

Capítulo III 

De las asambleas, actas y acuerdos comunitarios 

 

Artículo 301. El Municipio reconoce que las asambleas comunitarias, reuniones vecinales y demás formas 

colectivas de deliberación constituyen mecanismos legítimos de organización, decisión y participación social 

en las comunidades, localidades, barrios, colonias y centros de población. 

 

En los pueblos y comunidades indígenas, dichas formas de deliberación podrán desarrollarse conforme a 

sus sistemas normativos internos, prácticas comunitarias, autoridades tradicionales, formas propias de 

convocatoria y mecanismos de toma de decisiones. 

 

Artículo 302. Las asambleas, actas y acuerdos comunitarios podrán referirse a asuntos de interés 

colectivo, necesidades comunitarias, solicitudes al Ayuntamiento, prioridades de obra o servicios, organización 

de faenas, cuidado de espacios comunes, uso comunitario de bienes, acciones de colaboración, representación 

interna, medidas de prevención, convivencia comunitaria y demás materias compatibles con la competencia 

municipal y la organización interna de cada comunidad. 

 

Artículo 303. Para efectos administrativos municipales, las actas o constancias comunitarias podrán 

contener, según la práctica de cada comunidad, lugar, fecha, comunidad o localidad, autoridad auxiliar, 

comunitaria o tradicional que interviene, forma de convocatoria, personas asistentes, asunto tratado, acuerdos 

adoptados, firmas, sellos, listas de asistencia o cualquier otro elemento que permita conocer la voluntad 

comunitaria expresada. 
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La ausencia de alguno de esos elementos no invalidará por sí misma el acuerdo comunitario, siempre que 

existan datos suficientes para identificar su origen, contenido, autoridad o asamblea que lo emite y finalidad.  

 

Artículo 304. El Ayuntamiento podrá recibir, registrar y valorar actas, minutas, constancias o acuerdos 

comunitarios para efectos de gestión, coordinación, reconocimiento administrativo, programación de acciones, 

priorización de necesidades, seguimiento institucional o adopción de determinaciones dentro del ámbito de su 

competencia. 

 

La valoración municipal deberá atender al contexto comunitario, las formas propias de organización, la 

buena fe, la representatividad del acuerdo, su compatibilidad con derechos humanos y su relación con 

atribuciones municipales. 

 

Artículo 305. Los acuerdos comunitarios podrán ser reconocidos administrativamente por el 

Ayuntamiento cuando expresen una decisión colectiva sobre asuntos de interés público municipal, organización 

interna, colaboración comunitaria, priorización de necesidades o coordinación con autoridades municipales. 

 

Dicho reconocimiento tendrá los efectos administrativos que expresamente determine la autoridad 

municipal competente y no sustituirá, cuando corresponda, permisos, autorizaciones, procedimientos técnicos, 

disponibilidad presupuestal, derechos de terceros o requisitos legales aplicables. 

 

Artículo 306. Cuando de un acuerdo comunitario se desprendan compromisos de colaboración entre la 

comunidad y el Ayuntamiento, la autoridad municipal podrá precisar las acciones procedentes, dependencias 

responsables, plazos de seguimiento, condiciones de ejecución y mecanismos de coordinación. 

 

En los casos en que el acuerdo comunitario involucre asuntos internos de la comunidad, el Ayuntamiento 

procurará respetar sus formas propias de organización, siempre que sean compatibles con los derechos 

humanos, la paz social y el orden constitucional. 

 

Capítulo IV 

De la coordinación comunitaria con el Ayuntamiento 

 

Artículo 307. La coordinación comunitaria con el Ayuntamiento tendrá por objeto facilitar la atención de 

solicitudes, seguimiento de acuerdos, comunicación institucional y colaboración en asuntos de interés público 

municipal. 

 

Artículo 308. Las solicitudes comunitarias podrán presentarse por escrito, acta, minuta, comparecencia, 

medio electrónico, autoridad auxiliar, autoridad comunitaria o cualquier otro medio que permita identificar su 

origen y contenido. 

 

La autoridad municipal deberá canalizarlas a la dependencia competente para su atención. 

 

Artículo 309. El Ayuntamiento podrá celebrar reuniones, mesas de trabajo o recorridos para conocer 

necesidades, verificar condiciones, integrar expedientes, definir acciones o dar seguimiento a solicitudes. 

 

Cuando de dichas actuaciones deriven compromisos, deberán documentarse. 
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Artículo 310. La coordinación comunitaria podrá comprender obra pública, servicios municipales, 

caminos, alumbrado, agua, limpieza, espacios comunes, salud, cultura, deporte, protección civil, medio 

ambiente, prevención de riesgos y demás materias de competencia municipal. 

 

Artículo 311. Cuando las acciones municipales requieran colaboración comunitaria, el Ayuntamiento 

podrá coordinarse con autoridades auxiliares, autoridades comunitarias, comités, asambleas o personas 

representantes, conforme a la naturaleza del asunto. 

 

Artículo 312. La coordinación comunitaria no generará por sí misma obligación presupuestal, 

autorización administrativa, derecho adquirido, reconocimiento de propiedad, posesión o preferencia absoluta 

sobre programas, obras o servicios. 

 

Artículo 313. El Ayuntamiento procurará atender las solicitudes comunitarias conforme a criterios de 

necesidad social, urgencia, impacto colectivo, factibilidad técnica, beneficio público y disponibilidad 

institucional. 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente Bando de Policía y Gobierno del Municipio de San Felipe Orizatlán, Hidalgo, 

entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo. 

 

Segundo. Se abroga el Bando de Policía y Buen Gobierno del Municipio de San Felipe Orizatlán, Hidalgo, 

publicado en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo el veintinueve de septiembre de dos mil tres. 

 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones municipales de igual o menor jerarquía que se opongan al 

presente Bando de Policía y Gobierno del Municipio de San Felipe Orizatlán, Hidalgo. 

 

Cuarto. Los reglamentos municipales, acuerdos de Cabildo, lineamientos, protocolos y demás 

disposiciones administrativas vigentes continuarán aplicándose en lo que no se opongan al presente Bando de 

Policía y Gobierno del Municipio de San Felipe Orizatlán, Hidalgo. 

 

Quinto. Los asuntos iniciados antes de la entrada en vigor del presente Bando de Policía y Gobierno del 

Municipio de San Felipe Orizatlán, Hidalgo, continuarán tramitándose conforme a las disposiciones vigentes 

al momento de su inicio. 

 

Sexto. El Ayuntamiento y la Administración Pública Municipal realizarán las acciones necesarias para la 

difusión, capacitación, armonización de formatos y aplicación administrativa del presente Bando de Policía y 

Gobierno del Municipio de San Felipe Orizatlán, Hidalgo. 

 

Séptimo. Publíquese el presente Bando de Policía y Gobierno del Municipio de San Felipe Orizatlán, 

Hidalgo en el Periódico Oficial del Estado de Hidalgo y difúndase por los medios oficiales del Ayuntamiento. 

 

Al Presidente Municipal Constitucional de San Felipe Orizatlán, Hidalgo, para su sanción, 

promulgación, publicación y debido cumplimiento. 

 

Dado en el Palacio Municipal de San Felipe Orizatlán, Hidalgo, a los ___ días del mes de __________ del año 

dos mil veintiséis. 
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El Presidente Municipal Constitucional de San Felipe Orizatlán,  

Carlos César Pérez Escamilla. 

 

 

 

La Secretaria General Municipal de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

Floricela Hernández Austria.  

 

 

 

La Síndica Procuradora del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

Katia Anai Lara Martínez. 

 

 

 

La Regidora del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

María Cristina Alonso Hernández.  

 

 

 

La Regidora del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

Ariely Guadalupe Hernández Hernández.  

 

 

 

El Regidor del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

Marcelino Rivera Hernández.  

 

 

 

La Regidora del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

Graciela Campos Franco.  

 

 

El Regidor del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

Emmanuel Melo Zuviri.  

 

 

 

La Regidora del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

Sherlin Verónica Cabrera Campos. 

 

 

 

La Regidora del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 
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Erika Liliana Hernández Hernández.  

 

 

 

La Regidora del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

María Cristina Rivera Sánchez. 

 

 

 

El Regidor del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

Nicolás Juan Márquez Hernández. 

 

 

 

El Regidor del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

Jorge Alfredo Vargas Martínez. 

 

 

 

La Regidora del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

Fernanda Campos Hernández. 

 

 

 

El Regidor del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

Jorge Castro Sánchez. 

 

 

El Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de San Felipe Orizatlán, Hidalgo 

David Roberto Ramírez Sánchez 

 

En cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 60, fracción I, inciso a), y 61 de la Ley Orgánica Municipal 

para el Estado de Hidalgo, sanciono, promulgo y mando se publique el presente Bando de Policía y Gobierno 

del Municipio de San Felipe Orizatlán, Hidalgo, para su exacta observancia y debido cumplimiento. 

 

Dado en el Palacio Municipal de San Felipe Orizatlán, Hidalgo, a los ___ días del mes de __________ del año 

dos mil veintiséis. 

 

 

El Presidente Municipal Constitucional de San Felipe Orizatlán, Hidalgo  

Doctor Carlos César Pérez Escamilla 

 

Con fundamento en el artículo 98, fracciones V y XIV, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Hidalgo, 

refrendo el presente Decreto para los efectos legales y administrativos conducentes. 

 

 

La Secretaria General Municipal de San Felipe Orizatlán, Hidalgo  

Floricela Hernández Austria 


